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Resumen  
Tras la firma del acuerdo de paz entre las FARC-EP y el gobierno colombiano, existen facciones 
políticas en Colombia que insisten en una posible salvadorización durante el periodo post acuerdo de 
paz. Para verificar si existen evidencias para sostener que en Colombia aumentará la violencia 
homicida como ocurrió en El Salvador tras la firma del acuerdo de paz, se compararon los 
antecedentes del conflicto, las reformas pactadas durante las negociaciones y el comportamiento de 
la tasa de homicidio en el periodo post acuerdo. Se encontró que tanto la guerra como la paz en El 
Salvador y en Colombia presentaron diferencias sustanciales y se planteó como hipótesis de 
investigación que no es posible hacer una analogía entre el comportamiento de la violencia en El 
Salvador después de la terminación de la guerra civil con la realidad colombiana, evidenciando el 
carácter artificioso, del discurso de la salvadorización de Colombia. Por último, se analiza la 
transformación de la violencia en Colombia a dos años de la firma del acuerdo de paz de La Habana 
y se plantearon recomendaciones para prevenir la violencia en los territorios, teniendo en cuenta las 
iniciativas del gobierno en el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 y el cumplimiento del acuerdo 
de paz. 
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THE POST-SETTLEMENT VIOLENCE: A COMPARATIVE ANALYSIS BETWEEN 
COLOMBIA AND EL SALVADOR 
 
This article compares the critical barrier to civil war settlement in El Salvador and Colombia and 
analyzes the violence behavior in the post accord period. It emphasizes that in Colombia, some 
political parties argue about a Colombian salvadorization of violence, whose primary claim is seeing 
in the settlement with FARC-EP the reason of violence increasement in principal cities, as occurred 
in El Salvador during de post-accord period. It compares, in both countries, the war background, the 
negotiations process and the homicide rate in the post-accord period to point out that violence 
behavior after the conflict in El Salvador and Colombia is quite different and it is no possible to argue 
that in Colombia homicides will increase in all national territory as occurs in El Salvador. The article 
concludes refuting salvadorization thesis and identifies new tendencies of violence in Colombia 
influenced by a readjustment of forces in border territories without adversely effects in principal 
cities. 
 
Key Words: maturity conditions for conflict resolution, the trap of conflict, post accord violence, 
levels of development, political polarization.




Colombia, después de casi cinco décadas de guerra y una serie de negociaciones fallidas con 
diferentes grupos armados al margen de la ley, en 2016 logra poner fin al conflicto armado con las 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-Ejército del Pueblo (FARC-EP), por cuenta de la 
firma del Acuerdo Final entre esta guerrilla y el Gobierno Nacional. Se trata de una coyuntura que, a 
pesar de crear expectativas de paz y diminución de la violencia en varias regiones del país, 
“inevitablemente genera tensiones que le dan credibilidad a teorías conspirativas sobre los peligros 
y riesgos del cambio que viene” (Villalobos, 2016; p.6). 
 
Al respecto, autores como Rettberg y Guizado (2002), definen el periodo del post acuerdo como la 
etapa que comienza con el cese de las hostilidades entre las partes previamente enfrentadas, 
finalizando la lucha armada por medio de un acuerdo de paz. Pero, se hace la salvedad de que este 
periodo no representa la terminación de los conflictos dentro de una sociedad puesto que en la mayoría 
de los casos la continuidad de la violencia es un fenómeno recurrente en los países que salen de un 
conflicto, de acuerdo con los casos documentados en Guatemala, Perú, Afganistán, Sierra Leona, 
entre otros, (Collier et al., 2003; p. 140; Devia et al., 2014; Camelo, 2015). 
 
El riesgo de recaer en la violencia puede ser mitigado por reformas socio económicas que son claves 
para enfrentar los retos del post acuerdo relacionados con la seguridad, la justicia y la reconciliación, 
el bienestar socioeconómico, la gobernanza y la participación ciudadana, particularmente durante la 
fase de estabilización inicial, la creación de nuevas instituciones y/o su fortalecimiento (Navidad, 
Gómez, López y Fuentes, 2017; UNODC, 2013). 
 
En este contexto, se evidencia que Colombia se encuentra en medio de una profunda polarización 
política frente al proceso de paz y lo acordado con las FARC-EP, que provoca en la opinión pública 
mucha incertidumbre frente a la garantía de la seguridad del periodo post acuerdo. Al respecto, 
sectores de derecha opositores a la agenda de paz, sostienen que a raíz de lo pactado en La Habana el 
país vivirá una salvadorización, tomando como referente lo ocurrido en El Salvador después de la 
firma del acuerdo de paz de Chapultepec en 1992, donde si bien se puso fin a un conflicto de doce 
años entre la Fuerza Armada de El Salvador (FAES) y el Frente Farabundo Martí para la Liberación 
Nacional (FMLN), las tasas de homicidio y la delincuencia se dispararon especialmente en las 
ciudades, situándolo como uno de los países más violentos del mundo (Bello, 2009; Gómez-Johnson, 
2015), en donde los gobiernos de izquierda, derivados de la inclusión política del FMLN, no lograron 
la estabilización del país y la terminación de violencia. 
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De acuerdo con Joaquín Villalobos (2016), excomandante del FMLN, la polarización política es un  
ambiente desfavorable a la construcción de paz y es la  principal responsable de crear tesis como la 
salvadorización de Colombia, la cual se fundamenta en temores asociados a la estabilidad y la 
seguridad del país, fomentados por exponentes políticos que polarizan la opinión pública con el fin 
de “vender desconfianzas y dudas en temporada de incertidumbre [por lo que] es rentable para 
algunos” oponerse al proceso de paz (Villalobos, 2016; p. 3). 
 
En específico, en la teoría de la salvadorización de Colombia se plantea que tras la firma del acuerdo 
de paz y frente a las dinámicas de la violencia en el post acuerdo, la violencia migrará a las ciudades, 
aumentando la inseguridad en los centros urbanos a causa de la desmovilización de las FARC y se 
alerta sobre el riesgo del país ante la posibilidad del establecimiento de un régimen socialista, por 
cuenta de la participación política de las FARC-EP.  
 
Adicionalmente, este discurso ha ahondado la polarización de la sociedad colombiana frente a la paz 
y la creación de otras teorías conspirativas como el hecho de que los sectores de izquierda asocian a 
las dinámicas de la violencia post acuerdo dada por los homicidios de líderes sociales, con el 
resurgimiento del paramilitarismo en el país como una amenaza directa a la fuerza política surgida 
del Acuerdo de Paz.  
 
Según el expresidente Álvaro Uribe Vélez, del partido Centro Democrático, actual fuerza política del 
Presidente de la República, las concesiones otorgadas a las FARC-EP en el Acuerdo de Paz por parte 
del Gobierno ponen en riesgo la estabilidad democrática de Colombia ya que, “lo que está en los 
acuerdos, es nefasto para la democracia colombiana [por lo que] les concede todo lo que han pedido” 
y alerta  a la opinión pública sobre el riesgo que enfrenta el país ante la posibilidad de que la ex 
guerrilla llegue al poder a instaurar un régimen socialista afirmando que “el gobierno de Colombia 
se ha convertido en aliado del chavismo para negociar con las FARC” (Morenilla, 2016). 
 
Por su parte, los sectores de izquierda, entre estos el partido política Fuerza Revolucionaria del 
Pueblo-FARC, promueven la idea de que a raíz del acuerdo de paz y el involucramiento de la guerrilla 
a la vida política del país, se está gestando un nuevo proyecto paramilitar dada la “persecución 
manifestada en el creciente número de asesinatos y encarcelamiento de líderes sociales, defensores 
de Derechos Humanos y el asesinato de 30 excombatientes de las FARC [identificando en el 
paramilitarismo] la mayor amenaza para la paz en Colombia, la sociedad y la democracia” (El 
Espectador, 2017). 





Con esta premisa, en la investigación se plantea la pregunta de si es efectivamente razonable sostener 
la tesis de que Colombia vivirá una salvadorización en el periodo post acuerdo, siendo la perpetuación 
de la violencia derivada del proceso de paz con las FARC un factor que afecta el desarrollo del país 
y por lo tanto se considera pertinente para analizar como artículo de investigación frente a la transición 
que está viviendo Colombia. 
 
Para dar respuesta a la pregunta de investigación se presenta como hipótesis que, tanto la guerra como 
la paz en El Salvador y en Colombia fueron sustancialmente diferentes, lo cual no permite hacer una 
analogía frente al comportamiento de la violencia que vivió El Salvador durante el periodo post 
acuerdo, con lo acontecido en Colombia durante los dos primeros años de implementación del 
acuerdo de paz, resaltando el propósito artificioso del discurso de la salvadorización, el cual es 
promovido por algunos sectores políticos interesados en deslegitimar el proceso de paz y bloquear la 
implementación de lo acordado.  
 
Para el marco analítico de la investigación se tomó a Collier et al. (2003) y su obra “Guerra civil y 
políticas de desarrollo. Cómo escapar de la trampa del conflicto” publicada por el Banco Mundial en 
2003, en donde se evaluaron las condiciones que llevaron a los países que vivieron guerras civiles a 
perpetuar la violencia en el periodo del post acuerdo, y así determinar los factores de riesgo1 que 
llevan a recaer en una “trampa del conflicto”. 
 
La trampa del conflicto es entendida como la prolongación de la violencia después de la firma del 
acuerdo de paz, teniendo en cuenta que “el país típico que llega al final de una guerra civil2 está 
expuesto a cerca del 44% de riesgo de regresar al conflicto en el término de cinco años. Una razón 
que explica este elevado riesgo es que, generalmente, los mismos factores que causaron la guerra 
inicial continúan vigentes” tal como ocurrió en El Salvador después de la firma del Acuerdo de 
Chapultepec (Collier et al., 2003; p. 73). 
 
 
1 Para determinar si los países que salen de una guerra presentan una probabilidad de recaer en la trampa del conflicto, 
Collier, Hoeffler y Soderborn (2003) emplean una regresión de riesgo para investigar por qué algunas guerras se prolongan 
durante mucho más tiempo que otras. Desde el punto de vista de la estadística, examinar la duración de la guerra civil es 
más dispendioso que estudiar sus inicios de modo que los resultados muestran grandes variaciones. 
2 Si bien en el artículo se plantea como diferencia con respecto a El Salvador que Colombia no vivió una guerra civil, el 
análisis de Collier sobre las condiciones que perpetúan la violencia en los periodos del post acuerdo resultó ser pertinente 
para la investigación. 
   
 
 5 
Si “regresar a la paz resulta difícil y aun cuando se haya restablecido la paz es regularmente frágil” 
(Collier, et al. 2003; p. 73), las posibilidades de paz se deterioran paulatinamente dependiendo de la 
continuidad que tuvo el conflicto, puesto que existen factores de riesgo relacionados con la 
perpetuación de la violencia que son: los bajos niveles de desarrollo e ingreso per cápita; la 
inestabilidad de las instituciones políticas y su relación con las decisiones de inversión del gasto en 
las políticas públicas; la dependencia de las exportaciones a los productos primarios; la existencia de 
condiciones que permiten la viabilidad militar de los grupos insurgentes para continuar con el 
conflicto como lo son las condiciones geográficas, la existencia de recursos naturales y la presencia 
de economías criminales. 
 
Asimismo, “algunos riesgos también surgen de países vecinos en conflicto; de modo que, hasta cierto 
punto, la trampa del conflicto ejerce un efecto en el ámbito de un vecindario, no solamente de un solo 
país” (Collier et al., 2003; p. 97) como lo es para Colombia la situación que está viviendo Venezuela 
y la influencia que ejerce el miedo al populismo de izquierda en la opinión pública frente a la 
implementación de lo pactado con las FARC -EP. 
 
Para el análisis de la pregunta de investigación, ha sido importante evidenciar que todas las variables 
que inciden en la perpetuación de la violencia dependen del contexto económico, político e histórico 
de cada país, por lo que las comparaciones deben hacerse con rigurosidad, pues pueden convertirse 
en simples lugares comunes. Por esta razón, en el análisis de resultados se desarrolla la pregunta de 
investigación y se defiende la hipótesis planteada, mostrando la diferencia en los antecedentes de los 
conflictos y del comportamiento de las tasas de homicidios en ambos países a dos años de la firma de 
los acuerdos de paz, para argumentar que son pocos los puntos de comparación entre el caso de El 
Salvador y el colombiano, como tampoco entre las dinámicas de la violencia en el periodo post 
acuerdo de paz, así como las dinámicas y las condiciones que llevaron o podrían llevar a la 
persistencia de la violencia tras el fin de los conflictos armados.  
 
Ahora bien, para resaltar las diferencias entre el post acuerdo salvadoreño y el colombiano, fue 
necesario comparar también los antecedentes de los conflictos. Por esta razón, se revisaron autores 
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como Barbara Walter (1997)3 y Jesús Antonio Bejarano (1995)4 para identificar las condiciones de 
madurez de los conflictos que permitieron la salida negociada, la correlación militar y política de 
fuerzas entre las partes que determinó la agenda de negociación y la estructura política e institucional 
establecida en los acuerdos de paz para otorgar desarrollo y garantías de seguridad. Se destaca que el 
análisis de correlación de fuerzas permitió evidenciar las diferencias en la naturaleza y el alcance de 
las agendas de paz de El Salvador y Colombia, así como de las reformas políticas establecidas en el 
periodo del post acuerdo, de las cuales depende evitar la persistencia de la violencia en el post 
acuerdo. 
 
Para complementar la argumentación, resultó también importante describir el papel que jugaron las 
élites económicas y políticas en los conflictos y en los procesos de paz, teniendo en cuenta el trabajo 
de Elizabeth Wood (2007) para mostrar qué tanto los poderes políticos y económicos actuaron de 
manera diferente durante la guerra y la paz en El Salvador y Colombia, puesto que sus intereses 
determinaron a la vez el éxito o no de las negociaciones, la legitimidad de las reformas planteadas en 
el acuerdo e incidieron en las decisiones políticas de los gobiernos durante el periodo post acuerdo. 
 
Asimismo, se analizó el comportamiento de las tasas de homicidio a dos años de la firma del acuerdo 
de paz y se contextualizó a la luz del planteamiento de Collier et al. (2003), sobre las condiciones que 
permiten recaer en la trampa del conflicto, y del análisis de Villalobos (2016) en relación a la 
imposibilidad de sostener que en Colombia aumentará la violencia homicida y política, y el 
planteamiento de que la salvadorización es más bien el resultado de la polarización política que está 
viviendo el país. 
 
En los resultados se muestra que el comportamiento de las tasas de homicidio en el post acuerdo en  
El Salvador (1993-1995) y en Colombia durante los años 2017 y 2018, es diferente ya que en el país 
 
3 Walter (1997) por medio de un análisis comparativo entre las guerras civiles ocurridas entre 1940 y 1990, parametrizadas 
bajo el criterio de David Singer3, planteó cinco hipótesis para verificar qué variables condicionaban el éxito de una 
negociación y la implementación del acuerdo final. Concluyó que la variable más contundente para garantizar la 
implementación de las reformas establecidas en un acuerdo de paz es las “garantía de seguridad de las partes”, ya que 
representa uno de los factores de riesgos de la trampa del conflicto evidenciados por Collier (et al. 2003). 
4 Desde el punto de vista de Bejarano (1995) sobre las condiciones que permiten una la salida negociada de un conflicto, 
se analizó el proceso de negociación como un componente del proceso de paz identificando la correlación de fuerzas 
políticas y militares entre las partes al momento de establecer la agenda de negociación. Al identificar el tipo de “simetría” 
de las guerrillas y de los gobiernos al momento de la negociación, se retomó el concepto del autor de identificación de las 
incompatibilidades básicas, siendo estas las posturas conflictivas u objetivos políticos-militares que se utilizaron para 
legitimar la naturaleza del conflicto, y que se plasmaron como soluciones en las reformas institucionales planteadas en el 
acuerdo de paz.  
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centroamericano incrementa la violencia homicida a un año de firmar la paz en Chapultepec mientras 
que en Colombia en 2017 se registra la tasa nacional de homicidios más baja de la historia reciente 
del país y durante el año 2018 los repuntes de violencia se concentran en regiones específicas sin estar 
asociadas al conflicto.  
 
Los resultados, se analizaron a partir de estudios, análisis institucionales y académicos y de esta 
manera, se evidenció que la tesis sobre la salvadorización de Colombia es más un discurso artificioso 
que busca polarizar a la opinión pública frente al proceso de paz, ya que no se encontró evidencia 
para sostener que durante el periodo post acuerdo en Colombia aumentará la violencia de la manera 
en que ocurrió en el país centroamericano, como tampoco se evidenciaron similitudes en los retos del 
post acuerdo.  
 
Metodología  
La hipótesis se abordó por medio de un análisis comparativo-descriptivo entre Colombia y El 
Salvador basado en el multi-método, haciendo revisiones de fuentes secundarias como textos, 
artículos de investigación y de prensa, publicaciones e informes institucionales sobre el 
comportamiento de las tasas de homicidio y entrevistando a actores clave. 
  
Se tomó la decisión de analizar las tasas de homicidio para describir el comportamiento de la violencia 
en ambos países después de la firma del Acuerdo de Paz, ya que tanto UNODC (2013) como el Banco 
Interamericano de desarrollo (BID , 2015) consideran que es uno de los indicadores estadísticos más 
confiables por el conteo de muertes violentas y a la vez comparables entre países, para mostrar un 
nivel generalizado de la violencia teniendo en cuenta que, con el paso del tiempo, los patrones de 
homicidios arrojan tendencias sobre diferencias regionales. 
 
Se tuvo en cuenta la definición del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses de Colombia 
(INMLCF) del homicidio5 por lo que permite clasificar al homicidio sin tipificar el delito y sin hacer 
juicios de valor, puesto que el objetivo del artículo se basó en comparar tendencias a la luz de un 
contexto político e histórico sin hacer un análisis de hechos delictivos. Sobre este aspecto, también la 
Fundación Ideas para la Paz (FIP, 2018a) considera que los homicidios, dada su complejidad, no 
pueden ser objeto de juicios de valor causa-efecto siguiendo las recomendaciones de los debates 
internacionales sobre criminología y prevención de los homicidios, en donde se considera que los 
 
5 La definición se basa sobre el artículo 103 del Código Penal Colombiano Ley 599 de 2000. 
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análisis deben más bien enfocarse a partir de los contextos históricos, culturales, socioeconómicos e 
intervenciones de política pública (Brookman et al., 2017; Young & Kearns, 2017). 
 
En este sentido, se describieron las tendencias de los homicidios y se contextualizaron a la luz de 
estudios que explican su comportamiento, complementado el análisis con información proveniente 
de entrevistas semi estructuradas realizadas a académicos expertos en temas de seguridad como 
Andrés Macías y Eduardo Bechara, agentes institucionales como la asesora en Derechos Humanos 
de la Defensoría del Pueblo de Colombia, Sandra Morello, y al Embajador de El Salvador en 
Colombia, Francisco Domingo Vélez. También se entrevistó a representantes de partidos políticos 
como la senadora Paloma Valencia del Centro Democrático, y la senadora Aida Avella de la Unión 
Patriótica, para contrastar sus argumentos con la evidencia encontrada en la investigación. 
 
Por último, se entrevistó también al ex comandante del Bloque del Magdalena Medio de las FARC-
EP, José Lisandro Lascarro, alias Pastor Alape, actualmente miembro de la Dirección Nacional del 
Partido Fuerza Alternativa Revolucionaria del Común-FARC, partido creado tras la firma del acuerdo 
de paz. 
 
Para el análisis de la violencia del periodo post acuerdo en El Salvador, se estudió el comportamiento 
de la tasa de homicidios entre 1993 y 1996. Igualmente, se incluyó información de años más recientes, 
2000 a 2018, para evidenciar la dinámica de la violencia asociada a las maras, pues ésta es uno de los 
principales fundamentos del discurso de la salvadorización. Asimismo, el análisis de las cifras de las 
últimas dos décadas se utilizaron para evidenciar, tomando el marco teórico de Collier et al. (2003), 
la recaída en el conflicto del país centroamericano, que pasó de una guerra civil a vivir un 
enfrentamiento permanente entre organizaciones criminales. 
 
Para el caso colombiano, se tomaron las tasas de homicidio entre 2010 y 2018 para mostrar su 
comportamiento en diferentes etapas: 1) dos años antes de la negociación (2010-2012), 2) durante el 
proceso de negociación en La Habana (2012-2016) y 3) en el periodo del post acuerdo (2017-2018). 
Para la descripción de la tasa de homicidio de las ciudades, se tuvo en cuenta la categorización de las 
entidades territoriales definidas por la Ley 617 de 2000 y la resolución 556/2018 de la Contaduría 
General de la Nación. Se incluyó en el análisis la información de las ciudades de categoría 0 y 
categoría 1.  
 
 









I. De la guerra a la paz: condiciones de madurez del conflicto y la solución negociada  
 
La guerra civil que vivió El Salvador en la década de los ochenta y el alzamiento armado de las 
guerrillas presentes en Colombia desde los años sesenta, son conflictos que, a pesar de presentar 
similitudes en algunas de sus causas estructurales, tienen diferencias marcadas en la naturaleza y 
objetivo de la lucha guerrillera, en los actores involucrados, su desarrollo, en las condiciones de 
madurez que llevaron a la salida negociada del conflicto y en los acuerdos alcanzados para su 
finalización. 
 
En ambos países el surgir de las guerrillas de izquierda tuvo, sin lugar a duda, una fuerte influencia 
del escenario internacional de la Guerra Fría y la Revolución Cubana, así como factores políticos y 
socioeconómicos relacionados con la distribución de las tierras, las condiciones de pobreza de la 
población rural y la desigualdad económica y social, alimentadas por élites latifundistas que 
defendían sus intereses mediante el uso de la fuerza. 
  
Para el caso de El Salvador se habla específicamente de una guerra civil de 12 años, que dejó cerca 
de 75.000 muertos, que inició en 1980 con la creación y ofensiva armada a gran escala del Frente 
Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN), agrupando cinco organizaciones político-
guerrilleras6 bajo un proyecto insurgente, que buscaba la derrota del gobierno militar impuesto en el 
país desde 1931, con el golpe de estado perpetrado por el General Maximiliano Hernández (Dogget, 
1992). Régimen caracterizado por ser dictatorial y proteccionista que, en alianza con la élite, 
promovía el capitalismo liberal, reformas de modernización económica para impulsar la 
agroexportación, políticas que favorecían la concentración de la tierra y una regulación coercitiva de 
las relaciones laborales, que generaron la exclusión y empobrecimiento del campesinado, incapaz de 
producir por no poseer tierra, y cuya movilización política contra el sistema para demandar una 
reforma rural, fue brutalmente reprimida por parte de las Fuerzas Amadas salvadoreñas (Martín-Baró, 
1981; Wood, 2001; Brett, 2004; Fisas, 2010; Mason, 2014; Villalobos, 2015). 
 
A diferencia del caso salvadoreño, en Colombia, si bien esta noción es objeto de debate por autores, 
se habla de un alzamiento armado contra el orden político establecido, caracterizado por la presencia 
 
6 El Partido Comunista de El Salvador (PCS), las Fuerzas Populares de Liberación “Farabundo Martí” (FPL), el Ejército 
Revolucionario del Pueblo (ERP), la Resistencia Nacional (RN) y el Partido Revolucionario de los Trabajadores 
Centroamericanos (PRTC). 
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de una violencia fragmentada y descentralizada basada en una economía de guerra dependiente de los 
sectores económicos globalizados (Pardo, 2004). La naturaleza del conflicto colombiano es, por lo 
tanto, completamente diferente al salvadoreño en donde efectivamente se identifican dos bandos en 
armas dentro de un territorio nacional, que tienen agendas políticas que pueden otorgarles legitimidad 
para constituirse como interlocutores ante una sociedad (Nasi y Rettberg, 2005). 
 
En Colombia, el conflicto surge a principios de la década de los sesenta con el origen de las guerrillas 
de primera generación, las Fuerzas Revolucionarias Armadas de Colombia (FARC), el Ejército 
Popular de Liberación (EPL) y el Ejército de Liberación Nacional (ELN), como proyecto insurgente 
en contra de un Estado clientelista pero democrático, que cooptaba por medio de los partidos políticos 
el poder político, militar y económico. Fueron guerrillas que nacieron como resultado del ambiente 
político y social que dejó la época de La Violencia (1930-1958) campesina entre liberales y 
conservadores que se concentró en las zonas rurales y periféricas del país, donde el Estado era débil 
e incapaz de garantizar el monopolio en el uso de la fuerza y donde las élites regionales utilizaban la 
violencia para defender sus intereses y fortalecer su autonomía frente al poder central (Pardo, 2004; 
Pizarro, 2015; Echandía, 2013; Pécaut, 2015; González, 2014).  
 
Específicamente las FARC, en sus orígenes, actuaban como brazo armado del Partido Comunista, 
como herencia de las guerrillas liberales de autodefensa campesina frente a la violencia conservadora, 
en contra del modelo de Estado impuesto por el “Frente Nacional”, pacto político entre el partido 
Liberal y el Conservador establecido entre 1958 y 1974 para gobernar alternadamente, y cuyos 
gobiernos se caracterizaron por ser represivos, excluyente y cerrados a las reformas sociales. Estos 
gobiernos, encontraban apoyo de las élites nacionales y locales, las cuales ejercían un real monopolio 
político y económico en las regiones y que se oponían a realizar reformas sociales estructurales que 
mejoraran la situación agraria y de pobreza de la población (Pécaut, 2015; Pizarro, 2015; González, 
2014). 
 
Así, a pesar de existir similitudes en las causas de la lucha guerrillera en los dos países, la naturaleza 
de ésta presenta diferencias profundas, asociadas al contexto propio. Mientras que en El Salvador la 
lucha guerrillera tuvo como fin la democratización del país y la reducción de la injerencia de los 
militares en la vida civil, con un alto impacto humanitario, en Colombia, bajo un sistema democrático, 
la guerrilla encausó su alzamiento armado en contra del despojo de tierras a favor de los grandes 
latifundios, la desigualdad socioeconómica y la imposibilidad de los movimientos de izquierda de 
participar en la política nacional, y la confrontación armada se desarrolló principalmente en zonas 
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periféricas del país, sin comprometer en su mayoría a la población de los centros urbanos, donde 
además el narcotráfico tuvo una relación directa en la financiación de los grupos armados al margen 
de la ley (Pizarro, 2015). 
 
En cuanto a las condiciones de madurez de los conflictos que llevaron a la salida negociada, en El 
Salvador a partir de 1989, cuando el FMLN había logrado llevar su lucha a los principales centros 
urbanos del país y las Fuerzas Armadas salvadoreñas continuaban combatiendo a la insurgencia, con 
el apoyo de Estados Unidos y grupos paramilitares denominados Escuadrones de la muerte, se da una 
situación de empate militar (Walter, 1997; Faroppa-Cabrera, 2015) donde “el conflicto se encontraba 
encerrado en un escenario en el cual ninguna de las partes podría ganar la guerra mediante la 
escalada de violencia y ambas comienzan a evaluar los costos y la viabilidad de continuar el 
enfrentamiento” (Faroppa-Cabrera, 2015; p.34). 
 
Asimismo, otros factores como el recrudecimiento de la confrontación, que afectó fuertemente a la 
sociedad salvadoreña en general, la presión de las élites y de la comunidad internacional jugaron a 
favor de la negociación (Ribera, 1994; Bejarano 1995; Wood, 2001; Devia et al., 2014; Araujo, 2016). 
 
Las élites salvadoreñas, que controlaban la política económica del país mediante prácticas laborales 
represivas mientras los militares gobernaban, se vieron fuertemente afectadas en sus intereses durante 
la guerra, puesto que la producción nacional descendió drásticamente, los más ricos mandaron su 
capital fuera del país y hubo un cambio en los aportes de los diferentes sectores económicos, donde 
la rentabilidad de la agroexportación, contralada principalmente por las élites, se redujo 
significativamente, como resultado del sabotaje de la guerrilla a los cultivos y el cobro de impuestos 
de guerra (Wood, 2001). 
 
Esto generó que las élites transformaran sus intereses económicos hacia sectores como el comercial 
y de servicios y vieran más favorable pasar a un régimen democrático, donde dichos intereses estarían 
mejor protegidos, “más aún frente a la posibilidad de más inversiones a través de la participación en 
tratados de libre comercio [como] otro incentivo para resolver la guerra y evitar que el comercio y 
las inversiones fueran para otros países” (Wood, 2001; p. 9). Por lo cual ejercieron fuertes presiones 
para que se llegara a un acuerdo negociado entre las partes y participaron activamente en la 
negociación y en la transición hacia la democracia. 
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Finalmente, a nivel internacional también se dieron condiciones favorables a la negociación por la 
disolución de la Unión Soviética a principios de los 90s, lo que debilitó fuertemente la legitimidad de 
la causa guerrillera y por la presión ejercida por diferentes países para finalizar la guerra por medio 
de la creación en 1983 del Grupo de Contadora, como respuesta a la crisis política, económica y social 
centroamericana, países como México, Panamá, Colombia y Venezuela promovieron la paz en la 
región. Por otro lado, la llegada del republicano George H. W. Bush en enero de 1989 a la presidencia 
de los Estados Unidos y la presión del electorado, que pedía cuentas frente a la intervención militar 
en El Salvador y las violaciones de DDHH asociadas, hizo que cambiara la política frente al país 
centroamericano, redirigida hacia la búsqueda de soluciones políticas a la violencia y no únicamente 
militares (Bejarano, 1995).  
 
En Colombia la madurez del conflicto se relaciona con una correlación de fuerzas favorable al Estado, 
gracias a que durante los Gobiernos de Pastrana (1998-2002) y Uribe (2002-2010) se implementaron 
políticas para modernizar y mejorar la capacidad del Ejército Colombiano que hicieron inviable el 
Plan Estratégico de las FARC-EP, cuya implementación comenzaba desde 1982, con el fin de lograr 
una expansión territorial, llegar a controlar los principales centros urbanos y tomar el poder político 
del país. Así, el Estado colombiano logra derrotar estratégicamente a la guerrilla, gracias al “impacto 
de la ofensiva militar contra las FARC en la pérdida de dos terceras partes de su pie de fuerza, 
incluidos varios de los miembros del Estado Mayor Central, entre ellos cuatro del Secretariado, y un 
número considerable de mandos medios que salen de las filas por muerte, captura o desmovilización” 
(Echandía y Cabrera, 2017; p. 154). 
 
Adicionalmente, cabe destacar que las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), grupo paramilitar 
que se desmovilizó entre 2003 y 2006, desde finales de la década de los 80 iniciaron una confrontación 
con las FARC-EP con el objetivo de eliminar el proyecto insurgente del país y controlar territorios 
estratégicos para el narcotráfico, debilitando ulteriormente a la guerrilla, la cual llega en 2012 a la 
mesa de negociación durante la presidencia de Juan Manuel Santos (2010-2014) replegada 
territorialmente a las zonas de frontera y sin iniciativa militar.  
 
Por otro lado, el Estado colombiano si bien superaba a las FARC-EP con su capacidad militar 
“subestimó la funcionalidad de las fronteras como espacio óptimo para las guerrillas a la hora de 
proteger su dispositivo armado (…) [otorgando] valor estratégico [a] estos escenarios como espacios 
funcionales para evitar combates en su contra” (Echandía y Cabrera, 2017; p. 186).En este sentido, 
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se volvió insostenible la confrontación con una guerrilla transfronteriza y que bajo estas condiciones 
podía prolongar el conflicto. 
 
Bajo estas circunstancias, el presidente Santos instala en 2012, luego de una fase de diálogos 
exploratorios confidenciales, la mesa de negociación en La Habana, Cuba, con una intención real de 
las partes de buscar la terminación definitiva de la confrontación armada y con la presencia de la 
verificación de un tercero neutral7, para “cambiar el nivel de desconfianza dado el uso táctico y 
estratégico de las negociaciones pasadas y la inseguridad, a través de la verificación y el monitoreo 
del CFHBD8 y la dejación de armas” (Bejarano, 2017; p.186) como elemento decisivo en la 
negociación para garantizar la seguridad de las partes y llegar a un acuerdo final (Walter, 1997; 
Bejarano, 2017). 
  
El proceso de negociación y la firma del acuerdo de paz, a diferencia del caso salvadoreño donde las 
élites desempeñaron un papel decisivo en la terminación del conflicto por la vía negociada y la 
transición hacia la democracia, contó con el apoyo lánguido de las élites, puesto que en Colombia 
mostraron temer al acuerdo de paz, por lo que “presienten que este tipo de acuerdo dejará el campo 
libre a reivindicaciones sociales y políticas, que no habían podido expresarse hasta ahora” (Pécaut, 
2015; p.53).  
 
Esto encuentra explicación en los análisis de González (2014), Pizarro (2015) y Pécaut (2015), 
quienes evidenciaron cómo las élites regionales forjaron alianzas con los actores armados, generando 
redes ilegales asociadas a la política local, lo que en muchos casos significó un incentivo para 
perpetuar el conflicto. En otros casos, especialmente en las principales ciudades y centros económicos 
del país, al no ver el conflicto armado como una amenaza directa a sus intereses, ya que éste se 
concentró en las zonas periféricas, no se identifica como una de sus principales preocupaciones, y de 
esta manera las élites se mantuvieron al margen de la decisión de establecer un proceso de negociación 
con la guerrilla, así como apoyar un acuerdo de paz, oponiéndose al mismo en el Plebiscito realizado 
en 2016, que buscaba la refrendación popular del acuerdo.  
 
En concordancia con las condiciones de madurez descritas, en cada país se pacta una agenda de 
negociación específica, que refleja la correlación militar y política de fuerzas entre las partes y la 
 
7 La Misión de Verificación de las Naciones Unidas y la presencia de los gobiernos de Cuba y Noruega como garantes y de 
Chile y Venezuela como acompañantes. 
8 Cese al fuego y de hostilidades bilateral y definitivo (CFHBD) 
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capacidad de cada una de llevar a la mesa sus demandas, lo que se tradujo más tarde en acuerdos 
completamente diferentes, como se muestra brevemente a continuación. 
 
La negociación en El Salvador inicia en 1990 con la instalación oficial de la mesa entre el Gobierno 
salvadoreño y el FMLN, cuyo propósito fue “terminar el conflicto armado por la vía política, al más 
corto plazo posible, impulsar la democratización del país, garantizar el irrestricto respeto a los 
derechos humanos y reunificar a la sociedad salvadoreña” (Bejarano, 1995) y una agenda ambiciosa 
que comprendía la revisión y definición de reformas en seis temas, como la estructura y 
funcionamiento de la Fuerza Armada, el sistema judicial, el problema socioeconómico, el sistema 
electoral, la garantía de los derechos humanos y la reforma constitucional, y otro incluido más tarde, 
en relación con la verificación internacional (Ribera, 1994; Bejarano, 1995). 
 
Luego de dos años de diálogo, en enero de 1992 se firma el Acuerdo de Chapultepec, con el propósito 
de finalizar la guerra civil y así establecer una auténtica democracia en el país (Córdova y Macías, 
1993; 1994; Ribera, 1994). Tanto el Gobierno como la guerrilla, llegaron a la negociación en una 
posición de empate, lo que permitió que se pactaran reformas institucionales estructurales y a la 
guerrilla imponer sus demandas “en materia política y de seguridad; pero cediendo en el campo 
económico-social” (Córdova, 1994; p.1).  
 
Se instauró una democracia en el país, donde la guerrilla ingresó a la vida política nacional, con la 
creación de su partido, y los militares se retiraron gradualmente de la política, para garantizar la 
soberanía civil sobre el poder militar y el Estado de Derecho (Córdova, 1994). En el sector seguridad 
se lograron dos grandes reformas, la reducción, reestructuración y depuración de las Fuerzas 
Armadas, así como la creación de la Policía Nacional Civil (PNC) (Ribera, 1994; Santiago Vélez, 
2010).  
 
Por su parte, el Gobierno logró reafirmar su posición frente al tema socioeconómico, pues la política 
económica no fue discutida en la mesa de negociación, y el acuerdo no incluyó reformas sustantivas 
en este campo, donde el FMLN tuvo que aceptar el régimen de propiedad y el sistema de economía 
social del mercado (Córdova, 1994; Ribera, 1994). No obstante, ambas partes acordaron un sistema 
politico democrático y electoral, una reforma a la justicia y la creación de un un programa de 
transferencia de tierras bajo el lema de derechos y reconciliación, que contó con la mediación de las 
Naciones Unidas, a través de ONUSAL (Misión de Observadores de las Naciones Unidas en El 
Salvador). 




Las reformas relativas al poder militar y policial y al tipo de régimen político que se democratizaba, 
de acuerdo con Ribera (1994), fueron las más profundas, ya que se disolvieron tres cuerpos de 
seguridad, se definió que la Fuerza Armada estaría a cargo de defender únicamente la soberanía y la 
integridad del territorio y se hizo un proceso de evaluación y depuración de militares, que se tradujo 
en la reducción del 50% de los efectivos de la Fuerza Armada, donde oficiales involucrados en graves 
violaciones de los DDHH fueron destituidos (Cóbar, 2012). En cuanto a la PNC, se acordó que en un 
plazo de dos años esta entidad asumiría por completo la responsabilidad de la seguridad pública en 
todo el territorio salvadoreño, con un total de 5.700 efectivos al inicio y 10.000 en cinco años (Ribera, 
1994). 
 
En Colombia el inicio de la negociación se dio con la firma del “Acuerdo General para la terminación 
del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera”, con el objetivo de dar fin al conflicto 
armado, y la agenda de negociación se basó en seis puntos: 1) política de desarrollo agrario integral, 
2) participación política, 3) fin del conflicto, 4) solución al problema de las drogas ilícitas, 5) víctimas 
e 6) implementación, verificación y refrendación (Oficina del Alto Comisionado para la Paz, 2012).  
 
Esta agenda muestra un cambio significativo con relación a los procesos anteriores y con la agenda 
del proceso salvadoreño, pues se establece en un marco de realismo político, donde las FARC-EP 
llegaron a la mesa en una posición de asimetría frente al Gobierno lo que les impidió exigir reformas 
de gran alcance, acotando la agenda de negociación a temas puntuales con un alcance menos 
ambicioso sin abordar reformas estructurales del Estado (González, 2014; Muñoz, 2015).Se trata más 
bien de un acuerdo basado en crear y fortalecer el actual Estado democrático y sus instituciones para 
dar solución a la problemática rural, a la lucha contra el narcotráfico, a la reparación integral a 
víctimas, y al proceso de desmovilización y reincorporación de excombatientes a la vida civil y 
política. 
 
Al respecto, los dos primeros puntos de la agenda tratan temáticas relacionadas con la deuda histórica 
con el campo colombiano y las garantías para la participación política, pues desde la década de los 
80s, en el Gobierno de Belisario Betancourt, la guerrilla ha realizado intentos por ingresar a la política 
y dejar las armas, siendo el caso más emblemático la creación del partido político “Unión Patriótica”, 
cuyo proyecto fue truncado a causa de los asesinatos selectivos perpetrados contra sus líderes, por el 
narcotráfico y sectores de las elites políticas y de las FF.AA.  
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El cuarto y el quinto punto, se asocian en mayor medida con reivindicaciones de la sociedad 
colombiana que clama por el esclarecimiento de la verdad y el reconocimiento y la reparación a las 
víctimas. Para esto el Acuerdo crea el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No 
Repetición (SIVJRNR), conformado por la Jurisdicción Especial para la Paz, la Comisión para el 
Esclarecimiento de la Verdad y la Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas, 
lineamientos para la desmovilización y la reincorporación de los excombatientes. Asimismo, define 
acciones para poner fin al flagelo del narcotráfico que ha determinado la lógica la prolongación de la 
violencia durante los últimos treinta años; mientras que el tercer y sexto puntos buscan definir los 
mecanismos para la implementación y verificación de lo acordado (Revista Semana, 2012; Ríos, 
2017). 
 
Con base en lo descrito, se destaca que las únicas similitudes entre el acuerdo salvadoreño y el 
colombiano se observan en los puntos relacionados con la participación política de las guerrillas, 
como partido legalmente constituido, y el establecimiento de una misión especial de las Naciones 
Unidas para acompañar y verificar la implementación de los acuerdos.  
 
Por lo cual, en lo concerniente a la pregunta de investigación, tanto los antecedentes del conflicto 
como los acuerdos de paz, muestran una profunda diferencia entre el contexto salvadoreño y el 
colombiano, lo que nos permite en la discusión argumentar que, siendo la guerra y la paz diferentes, 
lo son también los periodos post acuerdo y el comportamiento de la violencia. 
 
II. Dinámicas de la violencia en el post acuerdo  
 
Con el objetivo de entender la dinámica de la violencia en el periodo posterior a la firma del acuerdo 
de paz y hacer el análisis comparativo entre los dos países, se tomaron como referencia las tasas de 
homicidio de El Salvador entre 1993 y 1996 y entre 2017 y 2018 para Colombia, periodo definido 
como de post acuerdo. También se muestran cifras, a manera de contexto sobre las dinámicas de la 
violencia homicida, para El Salvador desde la terminación de la guerra hasta 2016, y en Colombia 
antes, durante y después del proceso de negociación entre las FARC-EP y el Gobierno. 
 
Para obtener los datos en el caso de El Salvador fue necesario consultar diversas fuentes de 
información, pues existe un subregistro de información debido a cambios en el funcionamiento y 
metodología de reporte de la Fiscalía General de la República (FGR), lo que implicó que no se 
produjera información en mayo y junio de 1997 y 1998, por lo cual estos años las cifras bajan 
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notablemente. Por otro lado, también se evidenció una dificultad para acceder a datos oficiales de la 
Policía Nacional Civil, institución de reciente creación para este periodo, la cual al inicio llevaba el 
registro en función del número de denuncias recibidas y contaba con reducida capacidad de 
despliegue territorial, reportando datos disímiles a las cifras del Instituto de Medicina Legal y la FGR 
(Cruz et al., 2000). 
 
Para el caso colombiano, se tomó información del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, 
que, a través de la publicación Forensis, recoge datos del número de homicidios a escala nacional, 
departamental y municipal para el periodo de análisis. También para 2018 se tuvieron en cuenta datos 
del número de homicidios reportados por la Policía Nacional y la Fiscalía General de la Nación, pues 
para este año Medicina Legal a la fecha reporta datos preliminares. 
 
En El Salvador, según lo reportado por autores como Avalos (2012) y Prado (2018), la violencia 
homicida durante el periodo post acuerdo llegó a ser peor que durante la guerra civil. Por ejemplo, en 
los once años subsiguientes a la firma del acuerdo de paz (1992 - 2003) se cometieron alrededor de 
80.843 homicidios, cifra superior a las 75.000 muertes violentas reportadas durante los doce años de 
la guerra. 
 
Al estudiar la violencia salvadoreña se evidencia que la tasa de homicidio desde los primeros años de 
la guerra ha tenido una tendencia creciente. En 1982 se registraron 55,3 homicidios por cada 100.000 
habitantes, para 1990, año en el que se da inicio a la negociación con el FMLN, esta cifra alcanza 
69,8. Sin embargo, como se observa en la Figura 1 y 2, el fenómeno más destacado del 
comportamiento del indicador es el abrupto incremento en los primeros dos años de implementación 
del acuerdo de paz, donde para 1994 y 1995 los registros alcanzaron 138 homicidios por cada 100.000 
habitantes, cifra que luego descendió pero que se mantuvo por encima de 100 hasta 1997, siendo los 
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Figura 1: Tasas brutas de muerte por homicidio x 100.000 habitantes (1969-1996). 
 
Fuente: González (1997) en Devia, et al., 2014. 
 
Figura 2: Tasas nacionales de homicidio sobre 100.000 habitantes (1994-1998). 
 
*Para el año 1998 no se incluye el registro de homicidios de mayo y julio. Fuente: Fiscalía General de la 
República. Datos procesados por Cruz, Trigueros y González (2000).  
 
El aumento de la violencia homicida durante el post acuerdo se evidencia también, de acuerdo con 
Devia, Ortega, Magallanes y Montoya (2014), en el incremento del promedio de homicidios por año, 
pues durante los doce años de la guerra murieron violentamente un promedio de 6.330 personas 
anualmente, mientras que para el periodo comprendido entre 1993 y 1998 se alcanzaron a registrar 
más de 8.000 muertes violentas por año. 
 
Asimismo, la historia reciente del país centroamericano ha estado marcada por la violencia. A pesar 
de la disminución de la tasa entre 1997 y 2002, donde llega a 47,7 homicidios por cada 100.000 
habitantes, en 2003 esta cifra empieza a subir nuevamente hasta alcanzar 70,5 en 2011 (Figura 3).  
 
A partir del año 2000, el comportamiento de los homicidios está asociado principalmente al accionar 
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la desintegración de miles de familias salvadoreña como consecuencia de la emigración masiva hacia 
Estados Unidos en busca de mejores condiciones de vida, que comenzó como un problema de grupos 
delincuenciales juveniles para convertirse, debido la falta de soluciones a los problemas sociales y 
económicos y a la deportación de pandilleros desde Estados Unidos, en grupos criminales que ejercen 
control en buena parte del territorio nacional y manejan las rentas ilegales para su financiamiento.  
 
En 2012 y 2013 se presenta una baja importante del número homicidios, la cual se atribuye a la 
negociación entre el Gobierno y las maras para disminuir la violencia. Sin embargo, en 2014 se rompe 
la tregua y estos grupos delincuenciales retoman su accionar lo que se refleja inmediatamente en el 
aumento de la tasa de homicidios que para 2015 alcanza un valor de 105,4 homicidios por cada 
100.000 habitantes, siendo el año más violento después del periodo post acuerdo. 
 
Figura 3: Tasa de homicidios por cada 100.000 habitantes en El Salvador. 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Banco Mundial (1995-2016). 
 
Por otra parte, la violencia homicida de El Salvador ha afectado notablemente a las principales 
ciudades9, las cuales, en los últimos diez años, salvo en 2012, presentó en su mayoría tasas de 
homicidio por encima de las nacionales. Particularmente en 2011, donde la tasa nacional se situó en 
70,5, ciudades importantes como Sonsonate alcanzaron a tener 169,1 homicidios por cada 100.000 
habitantes, La Libertad 136,5, Acajulta 133 y San Salvador 92. Asimismo, en 2015 en San Salvador 
se registraron 198,6 homicidios por cada 100.000 habitantes, en Zacatecoluca 145,5 y en Usulatán a 
149,2, cuando la tasa a nivel nacional fue de 105,2 (Figura 4). 
 
 
9 De acuerdo con la clasificación del gobierno de El Salvador, las ciudades principales que concentran la mayoría de la 
población del país y las actividades económicas son: San Salvador, Santa Ana, San Miguel, La Libertad, La Unión, Acajulta, 
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Figura 4: Tasas actuales de homicidio ciudades principales con valores por encima del valor nacional (2007-
2017). 
 




Estos resultados sugieren que el periodo post acuerdo fue uno de los más violentos de la historia 
salvadoreña, a partir del cual las muertes violentas nunca volvieron a llegar, hasta el día de hoy, a 
estar por debajo de los niveles entre 1997 y 2002 de 47 homicidios por cada 100.000 habitantes, cifra 
que si igual se compara con otros países de la región sigue siendo alta y que evidencia lo planteado 
por Collier et al (2003) acerca de la alta probabilidad que tiene un país que sale de una guerra civil 
de recaer en la trampa del conflicto.  
 
En cuanto al caso colombiano, entre 1995 y 2018 se observa una tendencia decreciente de las tasas 
de homicidio, salvo el periodo comprendido entre 1999 y 2002 donde se presentó un incremento de 
la violencia homicida, de 60 homicidios por cada 100.000 habitantes a 68,2 respectivamente, años 
donde persistía la confrontación armada entre las Fuerzas Armadas y las distintas guerrillas, y se 
registraron los años más sangrientos del accionar paramilitar en el país.  
 
A diferencia de El Salvador, en Colombia las tasas de homicidio comenzaron a disminuir mientras la 
confrontación armada con las FARC-EP y la guerrilla del ELN continuaba. Específicamente desde 
2003 se registró un descenso importante de la tasa que llegó a 55,8 homicidios por cada 100.00 
habitantes, lo que coincide con el primer año de la puesta en marcha de la política de seguridad 
democrática del presidente Álvaro Uribe Vélez, que fortaleció la lucha contra los grupos armados al 
margen de la ley en todo el territorio nacional. Igualmente, en este año se dio inicio al proceso de 
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La tendencia continúa durante los dos Gobiernos de Uribe Vélez (2002-2010) y los Gobiernos de 
Juan Manuel Santos hasta 2017. Esto implica que antes, durante y después de la negociación y firma 
del acuerdo de paz la violencia continuó disminuyendo de forma constante en el país, a tal punto que 
en 2016 se registraron 23,65 homicidios por cada 100.000 habitantes y para el año 2017, primer año 
de implementación del acuerdo de paz con las FARC-EP, la tasa de homicidios fue de 22,05, siendo 
“la tasa más baja en las últimas tres décadas” de acuerdo con las declaraciones del Ministro de 
Defensa de la época, Luis Carlos Villegas (El Colombiano, 2017).  
 
En cuanto al año 2018, si bien se registra un incremento leve de las tasas de homicidio a nivel 
nacional, pues pasa de 22,05 a 22,67, ésta se mantiene por debajo del nivel histórico del país. De 
acuerdo con las cifras de la Policía Nacional, se reportaron 12.575 muertes violentas para 2018, cifra 
que según la Fiscalía General de la Nación fue de 12.458, mostrando un aumento con relación a las 
cifras reportadas para 2017, con un total de 12.077 y 12.066 respectivamente. 
 
No obstante, y a pesar del aumento registrado en 2018, se evidencia que el proceso de negociación y 
la firma del acuerdo de paz con las FARC-EP contribuyó significativamente a la disminución de la 
violencia homicida en el país, primero por el cese unilateral y luego bilateral de hostilidades pactados 
en la mesa de La Habana y segundo por el proceso de desmovilización y dejación de armas por parte 
de la guerrilla. 
 
Esto muestra que, contrario a lo ocurrido en El Salvador donde en el post acuerdo se registró una tasa 
de 138 homicidios por cada 100.000 habitantes, en Colombia la violencia homicida a dos años de la 
firma del acuerdo de paz muestra una tendencia decreciente, marcando otra diferencia importante en 
las dinámicas de la violencia entre los dos casos de estudio.  
 
Figura 6: Tasa de homicidios por 100,000 habitantes nivel nacional (2010-2018).  
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Con relación al comportamiento de la violencia homicida en las principales ciudades colombianas, 
cuyo aumento en el post acuerdo hace parte del argumento de los sectores que promueven la tesis de 
la salvadorización, es importante señalar que las tasas de homicidio entre 2010 y 2016 disminuyeron, 
según reporta la Fundación Ideas para la Paz (FIP, 2017) a partir de cifras de la Policía Nacional, a 
excepción de Medellín y Bucaramanga que presentan un leve aumento en 2016 (Figura 7). Cifras que 
son coherentes con las reportadas por el Instituto de Medicina Legal (Figura 8 y 9) entre 2010 y 2018 
para las ciudades de categoría especial 10 y categoría 1 11, donde en el periodo post acuerdo disminuye 
la mayoría de los centros urbanos menos en Medellín, Montería, Villavicencio, Manizales, Santa 
Marta y Valledupar, que presentan un incremento moderado especialmente en 2018. 
 
Figura 7: Delitos de alto impacto en las cinco principales ciudades (2010-2016). 
Fuente: FIP (2017) con base en datos del sistema de información SIEDCO de la Policía Nacional.  
 
Figura 8: Tasa de homicidios x 100.000 habitantes en ciudades capitales de categoría especial (2010-2018). 
Fuente: elaboración propia. Comparativos datos Forensis (2010-2018). 
 
10 Las ciudades de categoría especial, de acuerdo con la Ley 617 de 2000 y la resolución 556/2018 de la Contaduría General 
de la Nación, son todos aquellos distritos o municipios con población superior o igual a los quinientos mil uno (500.001) 
habitantes y cuyos ingresos corrientes de libre destinación anuales superen cuatrocientos mil (400.000) salarios mínimos 
legales mensuales. 
11 Las ciudades de categoría uno, de acuerdo con la Ley 617 de 2000 y la resolución 556/2018 de la Contaduría General de 
la Nación, son todos aquellos distritos o municipios con población comprendida entre cien mil uno (100.001) y quinientos 
mil (500.000) habitantes y cuyos ingresos corrientes de libre destinación anuales sean superiores a cien mil (100.000) y 
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Figura 9: Tasa de homicidios x 100.000 habitantes en ciudades capitales de categoría 1 (2010-2018). 
 
Fuente: elaboración propia. Comparativos datos Forensis (2010-2018). 
 
 
Por otra parte, como se observa en la Figura 10, el periodo 2012 y 2018 que comprende el proceso de 
negociación y el post acuerdo de paz, muestra cambios notables en la distribución geográfica de la 
violencia, con focos de concentración de la misma en regiones como el bajo Cauca Antioqueño, el 
sur del departamento de Córdoba, Norte de Santander, el sur de la costa nariñense, la zona sur oriental 
del departamento de Arauca y la zona fronteriza con Panamá, donde se registraron tasas de homicidio 
por encima de los 100 homicidios por cada 100.000 habitantes. 
 
La Fundación Ideas para la Paz-FIP (2018a) atribuye el comportamiento del indicador en municipios 
rurales como Tumaco (Nariño), Caucasia, Ituango, Cáceres, Turbo, Tarazá, Yarumal (Antioquia), 
principalmente a la disputa entre grupos asociados al narcotráfico por el control territorial pues son 
“espacios donde se desarrolla gran parte de las dinámicas de las economías ilegales y ocurren 
disputas entre estructuras criminales por el control territorial y comercial asociados a estas 
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Figura 10. Distribución de las tasas de homicidio por departamento. Colombia (2012-2018). 
 
Fuente: Observatorio de política criminal. Comparativo distribución tasa de homicidios 2012-2018. 
 
 
Adicionalmente, de acuerdo con el reporte de la Fiscalía General de la Nación (2019), en 161 
municipios donde tenía presencia las FARC-EP, se evidencia un aumento del 30% de la violencia 
homicida durante el post acuerdo, donde se pasó de 2.271 homicidios en 2016 a 2.957 en 2018. Esto 
coincide con un estudio de la FIP (2018a) que muestra que el 21 % de los casos de incremento de la 
tasa a nivel nacional, se concentró en el 57% (96 de 168 municipios) de los municipios del Programa 
de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) del Acuerdo de Paz, poniendo en alerta a las 
autoridades con respecto a la necesidad de dar cumplimiento a lo pactado en La Habana. 
 
Se reporta, además, el incremento de los homicidios en 52 municipios del país donde se desarrollan 
actividades de sustitución de cultivos de uso ilícito, los cuales pasaron de 914 muertes violentas en 
2017 a 1.192 en 2018. Por último, la Fiscalía hace un llamado de atención frente al incremento del 
147% en la tasa de homicidios entre 2017 y 2018 en el sur de Córdoba y en la región del bajo Cauca 
antioqueño.  
 
TASAS DE HOMICIDIO (2012-2018) EN LOS MUNICIPIOS  
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III. ¿Salvadorización de Colombia? 
 
El análisis de los antecedentes y de las condiciones de madurez que llevaron a la salida negociada del 
conflicto en El Salvador y Colombia, así como los acuerdos pactados y la dinámica de la violencia 
homicida en el periodo post acuerdo, muestra pocas similitudes entre ambos casos y al mismo tiempo 
sugiere que el discurso de la salvadorización de Colombia está lejos de la realidad. 
 
Es un discurso que nace en un contexto político donde los sectores de extrema derecha buscan en un 
principio bloquear la firma del acuerdo de paz y luego la implementación del mismo, apelando a los 
temores de los colombianos frente a los cambios que puede traer consigo el acuerdo de La Habana, 
generado una polarización profunda del país frente al tema de la paz. 
 
La idea sobre la salvadorización de Colombia, como se expuso al inicio del texto, se construye 
alrededor de temores asociados a las posibles consecuencias de la implementación del acuerdo de 
paz, los cuales son analizados para responder a la pregunta de investigación y mostrar si es razonable 
sostener que la violencia de El Salvador es una consecuencia directa del acuerdo de Chapultepec y 
que Colombia correrá con la misma suerte que el país centroamericano. 
 
El primer temor, y principal argumento de la salvadorización, es el aumento de la violencia y la 
inseguridad en las ciudades por la reincidencia de los ex combatientes de las FARC-EP en actos 
delictivos, y que toma como referencia los niveles de violencia de El Salvador en las últimas dos 
décadas por cuenta de las maras. Asimismo, el discurso apela al temor relacionado con el 
fortalecimiento político de la izquierda y la alta probabilidad de su llegada al poder, y, como 
consecuencia de esto, el establecimiento en Colombia de un régimen populista de izquierda 
(Villalobos, 2016). 
 
En lo concerniente al primer argumento, el aumento de la inseguridad urbana, éste tiene muy poco 
alcance en Colombia cuando se analiza el comportamiento de las tasas de homicidio en el post 
acuerdo y sus causas. 
 
En El Salvador las condiciones que llevaron a la salida negociada entre el Gobierno y el FMLN se 
plasmaron en un acuerdo de paz donde se definieron reformas estructurales al sistema político, al 
sector seguridad y a la justicia, con el objetivo de que el país transitara hacia la democracia. En este 
sentido, el país durante el periodo post acuerdo tuvo que hacer cambios profundos en sus instituciones 
   
 
 27 
en un contexto donde, a pesar del cese de la violencia política, la violencia homicida aumentó 
significativamente (Cruz et al., 2000; Moreno, 2017; Navidad et al., 2017).  
 
Al respecto, académicos como Bechara (E. Bechara, comunicación personal, 5 de mayo de 2018), 
afirman que El Salvador tuvo que enfrentar los retos de seguridad del periodo post acuerdo con un 
nuevo Estado y nuevas instituciones, bajo un proceso de democratización, sin tener la capacidad 
institucional, financiera, militar y administrativa para construir una paz estable, en un contexto en 
donde la “economía había descendido, los niveles de pobreza cada vez eran más altos dado que el 
20% de la población vivía en extrema pobreza (con ingresos menores a un dólar diario), y las 
desigualdades sociales aumentaban, registrándose en 1992 que el 20% de los hogares más ricos 
percibieron el 54,5% del ingreso nacional y el 20% más pobre apenas el 3,2%” (Guarnizo, 2009; p. 
11). 
 
Autores como Restrepo (2015), Bonilla (2012) y Guarnizo (2009) destacan que, si bien El Salvador 
logró implementar de manera exitosa el 80% de las reformas previstas en el acuerdo de paz, en 
particular aquellas concernientes a la desmilitarización del Estado para poner fin a la “tradición de 
impunidad frente a los abusos cometidos por las instituciones de seguridad del país, quienes durante 
décadas se encontraron al servicio de la defensa de los intereses de la oligarquía salvadoreña y de 
sus propios intereses” (Bonilla, 2012; p. 221), el impacto de estas reformas a la seguridad debilitaron 
durante el post acuerdo la capacidad institucional del gobierno para contener la violencia 
socioeconómica. 
 
Aunado a lo anterior, Roque (2017) y Marín (2015) plantean que las políticas de seguridad adoptadas 
tras la firma del acuerdo para hacer frente al fenómeno de la violencia continuaron promoviendo la 
militarización de las ciudades, que se expresaba en acciones represivas contra la criminalidad y en la 
encarcelación masiva de pandilleros, que no lograron la pacificación del país. A esto se suma la gran 
desconfianza de la sociedad hacia los cuerpos de policía, pues algunos de sus integrantes habían sido 
responsables de crímenes cometidos durante la guerra. 
 
Entonces, por un lado El Salvador enfrentó el post acuerdo en un escenario donde los ajustes 
estructurales, basados en la idea del Estado mínimo, “redujeron dramáticamente las capacidades de 
prevención social y coerción” y conllevaron a la inoperancia de los nuevos órganos de justicia y 
seguridad, por la reducción sustancial de efectivos de la fuerza pública (Villalobos, 2016; p. 4). 
Sumado a la implementación de “políticas estatales erradas que perpetuaron la impunidad, la falta 
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de oportunidades y la continuación de un esquema elitista reproduciendo nuevamente las estructuras 
que causaron en el pasado la guerra” (Moreno, 2017; p. 13). 
 
Adicionalmente, durante el post acuerdo no se dio prioridad a la formulación y desarrollo de políticas 
para reparar a las víctimas ni para esclarecer la verdad de los hechos que “habían generado una 
profunda conmoción en el tejido social” (Moreno, 2017) y, pese a las denuncias de las víctimas, “no 
se inició ninguna investigación judicial, ni se dio a conocer ninguna indagación por parte del 
gobierno sobre el accionar de las Fuerzas Armadas” (Bello, 2012; p. 226). Por el contrario, en 1993 
se proclamó, con el apoyo de la élite y del partido ARENA, una Ley de Amnistía General que declaró 
a El Salvador en paz y reconciliación, dejando de lado todo tipo de política de salud mental, reparación 
y memoria histórica (Restrepo, 2015), y bloqueando cualquier proceso de justicia transicional, lo que 
obligó a la sociedad salvadoreña a ver a los responsables de los hechos en cargos públicos más 
adelante (Moreno, 2017; Roque, 2018). 
 
Otro ejemplo de esto fue que la Comisión de la Verdad, creada por el acuerdo, contó con apenas seis 
meses para indagar sobre las violaciones de los derechos humanos cometidas durante el conflicto, un 
periodo corto frente a la magnitud de la violencia en medio de la guerra y la inmensa necesidad de 
verdad de la sociedad salvadoreña, y cuyo informe mostró que el Estado, de forma directa o indirecta, 
era responsable de la muerte de cerca de 64 mil personas, correspondiente al 91% de las víctimas del 
conflicto (Moreno, 2017; Roque, 2018; UNESCO, s.f).  
 
Estos hechos mostraron precisamente el gran temor de las élites, y en particular del partido político 
ARENA, de que se mostrara su responsabilidad  y su involucramiento en tantas violaciones de los 
derechos humanos y que los jueces pudieran declarar inconstitucional la ley de amnistía que los 
amparaba, lo que Moreno (2017) identifica como el peor caso de impunidad que, junto con la falta de 
oportunidades económicas en el postguerra, daba continuidad a un esquema elitista “reproduciendo 
las estructuras que dieron luz en el pasado a la guerra (…) [en medio de una sociedad] angustiada 
y traumatizada por los horrores” del conflicto (Moreno, 2017; p.187).  
 
En concordancia, El Embajador de El Salvador en Colombia, Francisco Galindo, reconoce que una 
de las principales causas que llevaron a la continuidad de la violencia tras la terminación de la guerra 
fue la falta de reformas económicas en el acuerdo final, pues la discusión y los acuerdos se centraron 
principalmente en solucionar la violencia política, sin incluir reformas específicas que promovieran 
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una democracia económica, al punto tal que más de veinte años después de la guerra los niveles de 
desigualdad son mayores (F. Galindo, comunicación personal, 21 de mayo de 2018).  
 
Finalmente, en este contexto de debilidad institucional, el proceso de desmovilización y reinserción 
de excombatientes, tanto de la guerrilla como de las Fuerzas Armadas, se realizó de manera 
descoordinada y sin planeación, y sobre todo no contó con controles estrictos para asegurar y verificar 
la entrega de la totalidad de las armas, lo que llevó al reciclaje de las mismas por parte de la 
criminalidad (Marín, 2015; Insight Crime, 2017). 
 
Navidad, Gómez, López y Fuentes (2017), explican que, tras la firma del acuerdo de paz, el FMLN, 
si bien tuvo una integración a la vida política efectiva, no entregó la totalidad de las armas en las 
primeras sesiones, guardando parte de su arsenal en El Salvador, Honduras y Nicaragua, con el fin de 
presionar el Gobierno para cumplir con lo acordado, en caso de que fuera necesario. Al respecto, en 
1995 el Ministro de Defensa denunció que aproximadamente 300.000 armas habían quedado sin 
entregar, lo que catalogó como “un factor de relevancia en la generación de la espiral de la violencia, 
criminalidad e inseguridad que vivió el país en la etapa de postconflicto” (Navidad et al., 2017; p. 
59). 
 
Asimismo, autores como Collier, Hoeffler y Söderbom (2006), Bonilla (2012) y Restrepo (2015) 
asocian el hecho de que el fin de la violencia política no se tradujera en posibilidades reales de 
convivencia pacífica, a la falta de reformas y acciones para impulsar el desarrollo económico y la 
distribución más equitativa de la riqueza, como causas estructurales del conflicto, pues “la 
recuperación económica reduce el riesgo de recaída en conflicto, y la reducción de recaída en 
conflicto acelera la recuperación económica” (Collier et al., 2006). 
 
En contraste, en Colombia el Acuerdo de Paz no incluyó reformas instituciones que afectaran la 
estructura y funcionamiento de las Fuerzas Armadas ni al sistema político, lo que deja sin piso 
discursos como el del coronel Luis Alberto Villamarín Pulido12, quien afirma que “las FARC 
impusieron en la agenda minimizar la capacidad militar del Estado, cambiar la doctrina de 
 
12 Invitado por el Grupo de Estudios Sociopolíticos de Antioquia, el pasado 2 de junio de 2015, el coronel Luis Alberto 
Villamarín Pulido dictó en Medellín una conferencia magistral acerca de las semejanzas y diferencias de los procesos de 
paz en El Salvador con el Frente Farabundo Martí (FMLN) y en Colombia con las Farc,  y las consecuencias del surgimiento 
de los  grupos criminales autodenominados las maras. 
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seguridad nacional y vincular a terroristas desmovilizados en las nuevas fuerzas bolivarianas” 
(Villamarín, 2015) haciendo una analogía con la reforma a la seguridad de El Salvador. 
 
Al respecto, es importante aclarar que en el acuerdo, “nadie está proponiendo ni reducción de fuerzas, 
ni abandono de presencia del Estado en el territorio, al contrario, se reconoce el peligro que 
representa el vacío de autoridad en el postconflicto [sic] (…) y el riesgo del aumento de la violencia 
criminal” (Villalobos, 2016; p. 6), y que, a diferencia del caso salvadoreño, la salida negociada del 
conflicto se dio gracias al fortalecimiento del Estado y de la Fuerza Pública, que logró debilitar a la 
guerrilla y gozar de gran legitimidad y reconocimiento frente a la sociedad en general. 
 
En cuanto al comportamiento de la violencia homicida a dos años de la firma del acuerdo de paz, es 
preciso retomar que en 2017 Colombia registró la tasa de homicidios más baja de las últimas cuatro 
décadas, lo cual el Gobierno de Juan Manuel Santos atribuyó en parte a la desmovilización y desarme  
de las FARC-EP, pues 7.000 guerrilleros y 4.000 milicianos se concentraron en 26 zonas y entregaron 
alrededor de 8.994 armas y 1.101 caletas, y se destruyeron alrededor de 22 mil toneladas de 
explosivos (OIAP, 2018).  
 
Sumado a esto, entre 2017 y 2018 la violencia homicida disminuyó un 5,89% en las ciudades capitales 
del país, salvo en Medellín, rebatiendo las declaraciones de integrantes del Partido Centro 
Democrático, como la Senadora Paloma Valencia, quien defiende la tesis de la salvadorización de 
Colombia y alerta sobre un inminente empeoramiento de las condiciones de seguridad en las ciudades 
como consecuencia de un proceso de desmovilización poco eficiente y de una negociación que 
concedió impunidad y representación política de los violentos [sic], incentivando a otros grupos 
delincuenciales a aspirar a los mismos beneficios, causando un incremento de la criminalidad y de 
los homicidios (P. Valencia, comunicación personal, 4 de junio de 2018). 
 
Sobre el caso de Medellín es preciso aclarar que la violencia en el periodo post acuerdo, “está 
directamente vinculada con la confrontación entre estructuras criminales, y en algunos casos con 
problemas de convivencia” (Méndez, 2019a), pues la ciudad ha presenciado una de las arremetidas 
más fuertes del crimen organizado en los últimos diez años, registrando doce enfrentamientos entre 
las estructuras criminales más grandes, la “Oficina” y “la Alianza de Estructuras Criminales”, por el 
control de los negocios ilegales, más no como consecuencia de la desmovilización de las FARC-EP 
( Méndez, 2019a).  
 
   
 
 31 
En línea con lo anterior, también José Lisandro Liscarro alias Pastor Alape (José Lisandro Liscarro, 
comunicación personal; 4 de junio de 2018) identifica como lejana a la realidad que los 
excombatientes lleguen a las ciudades e incrementen la inseguridad, ya que existen estructuras 
urbanas criminales que controlan las economías ilícitas frente a los cuales tienen temor de ser 
afectados. 
 
No obstante y pese a los logros del país en la disminución de los homicidios en las ciudades y a nivel 
nacional, esto no significa que la violencia haya cesado por completo durante el primer año del post 
acuerdo y mucho menos en el segundo, donde se registra un leve aumento de la tasa de homicidios a 
nivel nacional. Sin embargo, esta violencia encuentra explicación en dinámicas ajenas a la 
desmovilización y reincorporación de los exguerrilleros, y contradice la posibilidad de la 
salvadorización de Colombia.  
 
De acuerdo con diversas fuentes, como la Defensoría del Pueblo de Colombia, el Ministerio de 
Defensa, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos y la Fundación 
Ideas para la Paz, Colombia presenta un fenómeno de transformación de la violencia y su 
comportamiento, a dos años de la firma del acuerdo de paz, se explica a la luz de dos dinámicas 
diferentes. La primera asociada al narcotráfico, endógena al proceso de paz, y la segunda, relacionada 
con el vacío de poder en los territorios de antiguo dominio de las FARC-EP, como objeto de disputa 
por distintos actores armados como el ELN, EPL y bandas criminales, como el Clan del Golfo. Así, 
los problemas de seguridad relacionados con los homicidios se concentran en las zonas periféricas 
del país y no en los centros urbanos, y responden más a dinámicas asociadas a la criminalidad y no al 
conflicto armado. 
 
Específicamente, al analizar estas dinámicas, de acuerdo con datos de la Fiscalía General de la Nación 
y la Fundación Ideas para la Paz (2019), se observa una concentración de la violencia en ciertas 
regiones como la ciudad de Medellín, el sur de Córdoba, el bajo Cauca antioqueño, el Catatumbo, 
Arauca y la costa pacífica nariñense y que explican en gran medida el aumento de las muertes 
violentas en 2018. Estos hechos se atribuyen principalmente al accionar de grupos delictivos 
organizados (GDO), al ELN y a disidencias de las FARC-EP, quienes están cooptando territorios y 
rutas del narcotráfico, que el Ministerio de Defensa reconoció como “una expresión más local del 
crimen organizado” (Álvarez, 2017; Insight Crime, 2017; FIP, 2018; FIP, 2019; Méndez, 2019a).  
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En particular, en el municipio de Tumaco, Nariño, la violencia homicida aumentó en un 17% entre 
2017 y 2018, registrando la tasa de homicidios más alta del país. Esto obedece a la disputa territorial 
por el control del puerto, como ruta estratégica para el tráfico de drogas, y de las 32.000 hectáreas de 
coca que se encuentran sembradas en el municipio, entre cinco organizaciones criminales, pero 
principalmente por la disidencia de las FARC “Óliver Sinisterra” y las “Guerrillas Unidas del 
Pacífico”, quienes, en alianza con los carteles mexicanos, producen casi el 30% de la cocaína que se 
envía hacia Estados Unidos y Centroamérica (Méndez, 2019a; Méndez, 2019b). 
 
En cuanto a la región del bajo Cauca, compuesta por diez municipios antioqueños y cuatro del sur de 
Córdoba, en 2018 se reportó un incremento de los homicidios del 147% con respecto al año anterior, 
“donde se libra una disputa violenta entre el ELN, las disidencias de las FARC, los Caparrapos13 y 
el Clan del Golfo” (Méndez, 2019a) por los corredores del narcotráfico. Concretamente, la violencia 
en esta región responde a la fragmentación y nuevas alianzas entre grupos dedicados al narcotráfico, 
que se enfrentan por el control de negocios ilegales como la extorsión, la minería ilegal y el 
narcotráfico, generando miedo en la población, a través del asesinato de líderes sociales e incluso 
desplazamientos forzados. 
 
En la Figura 9, se observa precisamente la relación entre presencia de Grupos Delincuenciales 
Organizados (GDO), disidencias de las FARC, cultivos ilícitos, minería ilegal de oro y contrabando. 
 
 
13 Los “Caparrapos” son un grupo criminal que hacía parte del Clan del Golfo y hace presencia desde el año 2000 en el 
Bajo Cauca antioqueño. https://www.semana.com/nacion/articulo/quienes-son-los-caparrapos-la-banda-que-traiciono-
al-clan-del-golfo-en-bajo-cauca/574703.  
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Figura 9. Relación entre zonas donde hacen presencia las disidencias de las FARC, los GDO y los cultivos de 
coca, oro y contrabando. 
 
Fuente: Insight crime (2017), FIP (2017), UNODC (2017). 
 
Por otra parte, la desmovilización y salida de las filas de las FARC-EP de los territorios donde tenían 
fuerte influencia armada, ha traído consigo nuevas dinámicas violentas en departamentos como 
Chocó, Guaviare, Vaupés, Guainía, Caquetá, y Putumayo, aunque, es preciso aclarar, que estas 
aportan en menor medida al aumento de la tasa de homicidios a nivel nacional, pero donde es notable 
el impacto humanitario por los desplazamientos forzados y el confinamiento de las comunidades (FIP, 
2019).  
 
Esta violencia no se expresa de igual manera en las diferentes regiones, aunque en general, tras la 
desmovilización de las FARC-EP, se observa un “vacío de poder”, donde, de acuerdo con el Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, “se registra la entrada de otros 
grupos ilegales [que explican] el incremento de la violencia” (La información, 2018) y donde “la 
intervención de la Fuerza Pública ha generado un cambio constante en el funcionamiento de estos 
grupos y sus relaciones con las comunidades” (FIP, 2019).  
 
Este fenómeno es además resultado de la incapacidad del Estado de copar dichos espacios, con 
garantías de seguridad y, en especial, de eliminar o remplazar por completo las lucrativas economías 
ilegales (S. Morello, comunicación personal, 6 de junio de 2018), dejando a las comunidades locales 
en una situación de alta vulnerabilidad, con pocas alternativas legales y viables de generación de 
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En este contexto, diversos actores como el ELN, las Autodefensas Gaitanistas de Colombia (AGC) o 
“Clan del Golfo”, las disidencias de las FARC, el EPL, entre otros, han intensificado sus acciones 
bélicas entre ellos y contra la Fuerza Pública como parte de una estrategia de expansión territorial. 
Como se muestra en la Figura 10, las zonas de frontera, en especial departamentos como Nariño, 
Norte de Santander y Putumayo, que concentran el 63,8 % de los cultivos ilícitos del país, son 
regiones muy codiciadas desde la época del conflicto (1998-2006) por paramilitares y FARC, pues 
cuentan con condiciones para la siembra, la infraestructura para la transformación, y las rutas para la 
comercialización de la coca, que las FARC-EP, replegadas durante los últimos años del conflicto, 
desarrollaron como fuente de financiación (Echandía y Cabrera, 2017; FIP, 2017; Méndez, 2019a). 
 
Figura 10: Izquierda: Territorios de presencia armada de la guerrilla de las FARC y grupos paramilitares entre 
1998-2006. Derecha: Distribución de grupos armados en el territorio en el periodo del post acuerdo (2017). 
  
Fuente: Echandía, C. & Cabrera, I. (2017); FIP (2017). 
 
En cuanto al caso específico del Catatumbo, Norte de Santander, donde también han aumentado los 
índices de violencia desde la entrega de armas de por parte de las FARC, se evidencia la disputa entre 
el ELN, EPL y las disidencias de las FARC, con el frente 33 “frente Catatumbo FARC-EP”, por el 
control de los cultivos de coca y las rutas del narcotráfico, en dos vías: una de consolidación endógena 
y otra de expansión –menos visible–, a través de amenazas, panfletos y asesinatos selectivos. Esto 
incrementó, en el periodo post acuerdo, la violencia en municipios históricamente afectados por el 
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conflicto como El Tarra, Teorama, Hacarí, San Calixto y Tibú,  y especialmente contra campesinos 
que decidieron acogerse al programa de sustitución de cultivos de uso ilícito (Defensoría del Pueblo, 
2018; Echandía y Cabrera, 2019).  
 
Por último, se identifica también el proceso de reacomodo y consolidación del control territorial de 
grupos armados posdesmovilización de grupos de autodefensa en Córdoba, Sucre, Magdalena, 
Risaralda, Caldas, Nariño, Cauca, Valle del Cauca, Putumayo (Defensoría del Pueblo, 2017, 2018; 
FIP, 2018; Fundación Paz y Reconciliación, 2018).  
En este sentido, uno de los retos del post acuerdo en Colombia es, sin lugar a duda, reconocer que 
existen disputas entre grupos criminales, disidencias de las FARC y otras guerrillas que han 
incrementado la violencia asociada al control de economías criminales, en donde la presencia de 
cultivos ilícitos14y de recursos naturales valiosos han determinado históricamente la lógica de la 
territorialidad armada, llegando a cooptar las economías locales y los poderes políticos, por medio de 
alianzas con las élites regionales que han permitido la acumulación de recursos sin precedentes y una 
autonomía frente al poder central (Pizarro, 2015; Echandía y Cabrera, 2017), por lo cual son 
precisamente estas regiones históricamente afectadas por el conflicto las que merecen ser objeto de 
atención pública y de toda la intervención institucional necesaria (A. Macías, comunicación personal, 
2 de junio de 2018). 
 
La violencia homicida provocada por el narcotráfico y el reacomodo de poderes de grupos 
delincuenciales organizados ha causado también un fenómeno de victimización de líderes sociales y 
defensores de derechos humanos. No obstante, si bien sectores de izquierda afirman que este 
fenómeno responde a la reaparición de un proyecto de violencia selectiva y específicamente como 
consecuencia del incremento de los grupos paramilitares, afirmando que “es la mayor amenaza para 
la paz en Colombia, la sociedad y la democracia” (El Espectador, 2017; A. Avella, comunicación 
personal, 6 de junio de 2018), la Defensoría del Pueblo desmiente el hecho de que exista un único 
patrón en los hechos victimizantes que han enfrentado los líderes sociales en diferentes escenarios 
regionales (Defensoría del Pueblo, 2018). 
 
 
14 El Sistema Integrado de Monitoreo de Cultivos Ilícitos en Colombia reportó que para 2017 “la cifra de cultivos de coca 
en Colombia sufrió un importante incremento al pasar de 96.000 Ha en 2015 a 146.000 Ha en 2016; un incremento del 
52%. Sin embargo, el 2016 constituye uno de los años con menor territorio afectado en toda la serie histórica; esto quiere 
decir que se confirma la tendencia de tener más coca en menos territorios (UNODC, 2017).  
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Si bien hay un incremento en la victimización de líderes sociales, 126 asesinatos en 2017 y 172 en 
2018, concentrados principalmente en los departamentos de Cauca, Antioquia, Norte de Santander, 
Valle del Cauca, Caquetá, Putumayo, Meta, Nariño, Arauca y Córdoba, según datos de la Defensoría 
del Pueblo (2018), la definición de sistematicidad no aplica para la generalidad de las agresiones a 
nivel nacional, dado que no hay un plan orquestado por un grupo armado específico (paramilitares) 
ni una regularidad en las acciones violentas (Defensoría del Pueblo, 2018; FIP, 2018; Verdad Abierta, 
2018). 
  
Por el contrario, la Defensoría (2018) los asocia a las dinámicas descritas anteriormente, el reacomodo 
de los grupos armados ilegales que persisten en el territorio nacional por el control de las rentas 
ilegales, como el narcotráfico, los cultivos de uso ilícito y la minería ilegal, y por la fragmentación 
de los grupos asociados al narcotráfico que se disputan el control del negocio de la coca. Frente a lo 
cual Villalobos (2016) hace un llamado “para no confundir la violencia residual que ha dejado la 
desmovilización del paramilitarismo en las BACRIM, con la idea de que el paramilitarismo ha 
renacido y se prepara para ser el instrumento que repita lo que ocurrió con la Unión Patriótica” 
(Villalobos, 2016; p.9).  
   
Aunado a lo anterior, autores como Ball, Rodríguez y Rozo (2018), retoman el análisis de Kalyvas 
(2000) (citado en Ball et al., 2018; p. 4), acerca del fenómeno del asesinato de líderes afirmando que 
“cuando hay información pública sobre personas contrarias a los grupos armados, la primera ronda 
de violencia suele estar encaminada a exterminar a los líderes visibles de la oposición”, como una 
forma de intimidar a quienes ejercen actividades políticas en sus comunidades, interrumpiendo los 
procesos sociales de las mismas e intimidando a otros líderes sociales, incluso generando su 
desplazamiento, como estrategia de control territorial (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2016, 
citado en Ball et al., 2018). 
 
Por otra parte, y en relación con el segundo temor asociado a la tesis de la salvadorización,  referente 
a la participación en política de las FARC y la posibilidad del establecimiento del régimen socialista 
en Colombia, Villalobos (2016) afirma que este argumento “está fundando en la racha de gobiernos 
de izquierda que ganaron las elecciones y han gobernado la mayoría de los países latinoamericanos 
en los últimos quince años” (Villalobos, 2016; p. 6) y se complementa, desde la experiencia 
salvadoreña, con el hecho de que el FMLN en 1994 consiguió, en las primeras elecciones en las que 
participaba como partido político, 15 alcaldías y 21 escaños en la Asamblea Legislativa, 
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consolidándose como la segunda fuerza política del país, y luego, en 2009 ganó la Presidencia de la 
República.  
 
Este discurso ha sido utilizado por los opositores del acuerdo de paz para generar temor en la sociedad 
frente a la participación política de las FARC-EP y la posibilidad de obtener escaños en el Congreso 
en las elecciones llevadas a cabo en marzo de 2018, y eventualmente en las Presidenciales, 
desarrolladas en mayo y junio del mismo año.  
 
No obstante, los resultados del partido político de las FARC en las elecciones para Congreso de la 
República 2018-2022, desarrolladas en marzo de 2018, apenas alcanzó el 0,34% del total de los votos 
para Senado y el 0,22% para la Cámara de Representantes, mostrando la impopularidad de sus líderes 
y el fuerte rechazo de la sociedad en general frente a la participación en política del ex grupo 
guerrillero, lo que se traduce en una baja probabilidad de alcanzar una representatividad política 
importante en el país, contrario a lo ocurrido en el país centroamericano. 
 
En este sentido, el futuro político de las FARC no puede homologarse a lo ocurrido en El Salvador, 
en primer lugar, por la diferencia en la correlación de fuerzas entre las partes enfrentadas que llevaron 
a firmar los acuerdos de paz. En el caso salvadoreño el FMLN era una “coalición insurgente más 
plural, militarmente más fuerte y políticamente más legítima y representativa que las FARC”, 
mientras que en Colombia la guerrilla llega a la política con sus principales dirigentes dados de baja 
o envejecidos, con sus capacidades militares y sus zonas de control territorial reducidas y con un 
rechazo casi generalizado por parte de la sociedad (Villalobos, 2016; p. 7). 
 
Finalmente, una vez analizadas las dinámicas de la violencia del post acuerdo en Colombia y en El 
Salvador, es necesario aclarar un último punto utilizado para alimentar la tesis de la salvadorización 
y que hace referencia a la relación entre la violencia salvadoreña del post acuerdo y el fenómeno de 
las maras como efecto asociado a al acuerdo de Chapultepec, donde supuestamente los beneficios 
otorgados a la guerrilla del FMLN y las reformas impuestas al Estado, propiciaron que los ex 
combatientes conformaran las maras. 
 
En primer lugar, es preciso destacar que las maras “no tienen relación directa con el acuerdo de paz 
ni con exmilitares o exguerrilleros desmovilizados, ya que se trata incluso de otra generación” 
(Villalobos, 2016; p 2). El fortalecimiento de las maras se asocia a un fenómeno migratorio, como 
consecuencia de la deportación masiva de pandilleros salvadoreños desde los Estados Unidos, lo cual 
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desbordó la capacidad de las autoridades para contener los hechos delictivos, así como de responder 
a las necesidades sociales y económicas de la población, al punto que en la actualidad se estima que 
son responsables del 30% de los homicidios en Centroamérica y tienen presencia en todo el territorio 
salvadoreño (Navidad et al., 2017; E. Bechara, comunicación personal, 5 de mayo de 2018; Prado, 
2018).  
 
En este sentido, diferentes autores como Manrique (2013), Villalobos (2016) y Allison (2017) 
consideran que estos grupos surgen a raíz de cuatro errores fundamentales. El primero fue que el 
Gobierno no abordó el problema cuando era todavía un tema social que se expresaba en los colegios 
entre los jóvenes, como resultado de una gran cantidad de familias disfuncionales y comunidades 
desintegradas por la emigración hacia los Estados Unidos; el segundo fue la aplicación de medidas 
represivas cuando todavía se trataba de una problemática más social que criminal; el tercero fue la 
falta de reformas económicas y de justicia que mejoraran las condiciones de pobreza y la necesidad 
de reconstruir una sociedad conmovida por los hechos victimizantes incrementando así el 
resentimiento social hacia el Estado.  
 
El cuarto error, se identifica en gobiernos que llevaron a cabo negociaciones de “treguas” con estos 
grupos, un fenómeno totalmente criminal, lo que les dio poder a sus dirigentes poniendo en discusión 
la transparencia de las decisiones políticas15  (Allison, 2017) al punto tal que hoy en día en El Salvador 
existe una doble institucionalidad ejercida por las maras, las cuales presionan al Estado 
incrementando los homicidios, como ocurrió en 2012 y 201616, (Manrique, 2013; Allison, 2017; 
Arias, 2017; Dudley y Martínez, 2017; Lemus, 2017; Navidad et al., 2017; Prado, 2018), para 
competir por el dominio territorial y mantener el control de economías ilícita transnacionales, como 
el lavado de dinero, la trata de personas y el narcotráfico, entre otras (Vesga, 2002; Manrique, 2013; 
Villalobos, 2016; Navidad et al., 2017; Prado, 2018). 
 
 
15 Existen tres gobiernos acusados de corrupción por negociar asuntos políticos con las maras: el de Francisco Flores (1999-2004), Tony 
Saca (2004-2009) del partido ARENA y el Mauricio Funes (2009-2014), primer presidente electo que era del FMLN acusado de usurpar 
el dinero público en aproximadamente 15 millones de dólares por enriquecimiento ilícito y existen ulteriores evidencias que involucran 
tanto el partido ARENA como el FMLN en negociar con las maras para obtener su apoyo en las elecciones del 2014. 
 
16 La violencia homicida provocada por las maras llegó a ser tan elevada que en el año 2012 y 2016 de acuerdo con los datos de la Policía 
Nacional Civil procesados por: http://fundemospaz.org.sv/informes/estadisticas-por-municipio/homicidios/, hubo tasas municipales 
superiores a 1000 homicidios por 100.000 habitantes como Delicias de Concepción en Morazán que llegó a un valor de 2.759 y en el 2015 
la tasa nacional de homicidios llegó a 102.50 con municipios como San Dionisio que presentaron valores de 481 homicidios por 100.000 
habitantes, lo que obligó al Estado a “negociar” para reducir el número de asesinatos en el país. 
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Así, El Salvador es un caso donde luego de la terminación del conflicto armado se potenciaron los 
riesgos de la persistencia de la violencia (Collier et al., 2006), con gobiernos que no promovieron las 
reformas políticas e institucionales necesarias para asumir los retos del post acuerdo. La falta de 
políticas económicas que promovieran el crecimiento económico en el corto plazo, y los recién 
creados órganos de seguridad y de justicia que no tuvieron la capacidad institucional para contener 
expresiones de violencia y de descontento social hacia el Estado por los altos niveles de impunidad, 
sembraron las condiciones para que las maras llegaran a fortalecerse y a consolidar lo que hoy en día 
son la Mara Salvatrucha (MS-13) y Barrio 18 (MS-18), que ostentan el control de territorios y el 
poder para negociar con el Gobierno treguas para el “cese de los homicidios”. 
 
Por el contrario, en Colombia la evidencia muestra que el acuerdo de paz ha generado, en lo que 
respecta al periodo post acuerdo, la disminución de la violencia homicida en muchas regiones del 
país. Lo que sí es claro es que, ahora que las FARC-EP no representan un riesgo para la seguridad 
nacional, las autoridades y la fuerza pública debe concentrar sus esfuerzos en hacer presencia en los 
territorios abandonados por la antigua guerrilla, no solo desde el punto de vista militar o policial, sino 
también a través del establecimiento de infraestructura social y servicios básicos, así como en la 
persecución y desarticulación de los grupos criminales asociados al negocio del narcotráfico, como 





De acuerdo con el análisis realizado se evidencia que la tesis de la salvadorización de Colombia fue 
esgrimida principalmente con la intención política de desinformar a la opinión pública sobre el 
proceso de negociación e implementación del acuerdo sellado entre el Gobierno y las FARC-EP, 
partiendo de visiones exageradas que carecen de bases realmente serias.  
 
En primer lugar, argumentar que Colombia y El Salvador son casos similares y que por esto es posible 
extrapolar la situación actual de inseguridad del país centroamericano al caso colombiano, carece de 
rigurosidad. Como se evidenció, tanto el origen de ambos conflictos, como los procesos de 
negociación y los acuerdos firmados, presentan características muy diferentes, por lo que no es 
razonable afirmar que las consecuencias de la implementación de lo acorado serán las mismas en los 
dos países, y mucho más al momento de sostener la tesis de que la situación de inseguridad 
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salvadoreña es una consecuencia de la salida negociada de la guerra, mostrándola como una 
posibilidad real para Colombia. 
 
En segundo lugar, la evidencia muestra que las altas tasas de homicidios que ha presentado El 
Salvador en las últimas dos décadas se relacionan en parte a causas estructurales irresueltas, como la 
falta de reformas para disminuir los niveles de desigualdad socioeconómica, los altos niveles de 
impunidad, que incrementaron el resentimiento social y el crimen, y a una reforma a la seguridad que 
comprometió la capacidad del Estado de contener la violencia, junto con el nivel de polarización 
política que provocó una ingobernabilidad permanente. 
 
En tercer lugar, se desmintió el argumento del surgimiento de las maras como consecuencia del 
proceso de paz en El Salvador. A pesar de que efectivamente el post acuerdo salvadoreño se 
caracterizó por un contexto institucional débil que no frenó el surgimiento de una violencia 
irreversible (Collier, 2003; Pizarro, 2018), las maras no surgieron a partir de la desmovilización del 
FMLN, sino como resultado de una deportación masiva de pandilleros de Estados Unidos, que 
fortalecieron los grupos juveniles delincuenciales, los cuales se aprovecharon de la incapacidad del 
Estado de contener la violencia social y económica.  
 
En contraste, en Colombia el acuerdo de paz no generó el debilitamiento del Estado, y mucho menos 
de las Fuerzas Armadas, lo que se evidencia en los planes Victoria y Victoria Plus como estrategias 
militares, alineadas con el Plan Estratégico de las Fuerzas Militares 2015-2030, para asumir los retos 
de construcción de paz en largo plazo, basadas en el concepto de seguridad multidimensional17, y 
focalizadas en las zonas de antigua influencia de las FARC-EP, con el fin de apoyar el desarrollo de 
la inversión estatal necesaria para lograr un crecimiento económico y mitigar factores que generan 
inestabilidad e inseguridad (Pizarro, 2018). 
 
En cuanto al comportamiento de la violencia en Colombia en el post acuerdo, siendo un proceso de 
paz parcelado e híbrido a diferencia con El Salvador, se argumentó que la violencia no ha finalizado 
por lo que, si bien se cierra el conflicto con la guerrilla más antigua del país, sigue por un lado la 
confrontación con la guerrilla del ELN y por el otro con organizaciones criminales de narcotráfico 
que se encuentran disputándose zonas estratégicas, las cuales si bien no tienen nada que ver con el 
 
17 Por seguridad multidimensional se entienden acciones que van más allá de lo policial y lo militar, en donde el ejército 
juega un papel fundamental en las estrategias de promoción de desarrollo en las zonas de antigua influencia de las 
FARC. 
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proceso de paz, incrementan la inseguridad en regiones que registraron las peores tasas de homicidio 
como el bajo Cauca Antioqueño, Nariño y Córdoba. 
 
En este sentido, se evidenció que el incremento de la tasa de homicidio de 2018 no se asocia con el 
proceso de desmovilización de ex combatientes de las FARC-EP, sino a confrontaciones entre la 
guerrilla del ELN, disidencias de las FARC-EP y organizaciones fragmentadas del narcotráfico, que 
se están disputando los territorios estratégicos para cultivos, rutas y corredores de comercialización 
de la coca, dejando a las fronteras marítimas y terrestres de Nariño, Cauca, Chocó y Catatumbo 
expuestas a dificultades en términos de seguridad. 
 
Asimismo, se evidencia que otros discursos asociados al post acuerdo colombiano, como el 
resurgimiento del paramilitarismo en contra del proceso de paz, los partidos y movimientos de 
izquierda, que buscan polarizar a la opinión pública, acudiendo también a las emociones y en especial 
al miedo, como parte de su estrategia electoral, ya que los asesinatos a líderes sociales responde al 
accionar de los grupos delincuenciales organizados (GDO) que disputan antiguos territorios de las 
FARC-EP, y no a un proyecto paramilitar que involucra a agentes del Estado, como ocurrió en 
décadas pasadas con los integrantes de la Unión Patriótica. 
 
Finalmente, lo que sí es posible retomar para Colombia del caso salvadoreño es la crisis de 
ingobernabilidad que vivió el país como consecuencia de la polarización política, donde, por la falta 
de visión de Estado de los partidos de izquierda y derecha, no se llegó a consensos  frente a las 
problemáticas del país ni a encadenar positivamente las políticas públicas ante los retos que supone 
la implementación del Acuerdo de Paz y la construcción de una paz. Lo cual, siguiendo a Collier et 
al. (2003), es fundamental para no recaer en la trampa del conflicto.  
 
Teniendo presente que la única similitud encontrada con el caso salvadoreño, es precisamente el rol 
que juegan las instituciones para garantizar un rápido crecimiento económico y un desarrollo en las 
zonas históricamente afectadas por el conflicto (Collier et al., 2003), se considera pertinente concluir 
el articulo con recomendaciones alrededor de la pregunta planteada por Pizarro (2018) acerca de 
“¿cómo evitar que un acuerdo de paz se convierta, finalmente, en un hecho poco trascendental y que 
al cabo de poco tiempo se reinicien las hostilidades y que las formas de violencia sufran una mutación 
[recayendo] en una trampa irreversible?” (p. 420).  
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Para dar respuesta a esta pregunta y teniendo como referencia el análisis de la violencia en Colombia 
en el post acuerdo, se emiten recomendaciones en cuatro líneas. En primer lugar, se alerta sobre la 
necesidad de cumplir con la implementación rigurosa de lo pactado en La Habana. Al respecto se 
reporta con preocupación que para el año 2017, “el trámite de las reformas en el Congreso del Fast 
Track fue lento y tortuoso y el legislativo no respondió a la urgencia de adecuar un marco normativo 
para la paz [donde] el Gobierno no termina de ajustar la institucionalidad y el presupuesto para 
cumplir con lo acordado” (OIAP, 2018; p. 6).  
 
Así las cosas, el Observatorio de Implementación de los Acuerdo de Paz a enero de 2018 reportó que 
la implementación normativa del acuerdo de paz se encontraba en un 18,3%, en donde el mayor 
avance se registró en el punto la terminación del conflicto (33%), y los puntos de menor avance eran 
los relacionados con la reforma rural integral y los cultivos de uso ilícito, con un avance del 5% y 6% 
respectivamente. Adicionalmente, las acciones legislativas para asegurar los derechos de las víctimas 
registraron un avance de 9,3%, la participación política un 19% y las medidas de implementación del 
23%.  
 
Asimismo, el Instituto Kroc18 a febrero de 2019, por medio de su Barómetro, reportaba que el 69% 
de los compromisos del Acuerdo Final se encuentran en proceso de implementación. El 34% se 
encuentra en una implementación mínima, el 31% de los compromisos no ha comenzado su 
implementación y se evidencia también como principal logro el avance en el fin del conflicto y la 
transformación de las FARC-EP en partido político afirmando que “estudios comparados de otros 
procesos de paz, muestran que alcanzar los primeros dos años tras la firma del acuerdo de paz sin 
retornar al conflicto armado, en un hito importante que augura buenas posibilidades de éxito” 
(Intituto Kroc, 2019; p.2). 
 
Respecto a la reforma rural integral, también el Instituto evidencia la lentitud en su implementación 
y además afirma la falta de inversión en “bienes y servicios públicos a los territorios rurales más 
rezagados, excluidos y abandonados” (Instituto Kroc, 2019; p. 3). En relación con el punto de 
solución al problema de drogas ilícitas entre el avance completo e intermedio se registra un 20%, 
 
18 Instituto especializado en investigación y estudios de construcción de paz y transformación de conflicto durante más 
de 30 años (sede en la Escuela Keough de Asuntos Globales de la Universidad de Notre Dame) y seleccionado por el 
Gobierno de Colombia y las FARC-EP en el epígrafe 6.3.2 del Acuerdo Final para diseñar una metodología para identificar 
los avances en la implementación en el Acuerdo de Paz a través de una amplia base empírica que incluye a más de 9000 
eventos de implementación, validados y sistematizados por medio de un ejercicio de codificación de información 
cuantitativa y cualitativa. 
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evidenciando el incremento del número de familias comprometidas en el programa de sustitución, 
con el gran reto operativo de garantizar la presencia institucional en estas zonas remotas del país. 
 
Por último, en el punto de víctimas se registra un avance del 23% en relación con el funcionamiento 
de los tres mecanismos de justicia transicional (JEP, CEV, Unidad de Búsqueda de Personas 
Desaparecidas), pero se reitera la necesidad de “proteger política y financieramente al Sistema 
Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR)” (Instituto Kroc, 2019; p. 10). 
 
En segundo lugar, se recomienda dar continuidad al ejercicio político del partido de las FARC-EP 
teniendo en cuenta que “el surgimiento de estas disidencias o redes criminales es muy común en los 
periodos de postconflicto [sic], la canalización y disciplina partidista pueden ser decisivos para 
evitar este resultado potencialmente negativo de los procesos de paz” (Pizarro, 2018; p. 433). Al 
respecto, si bien existe un rechazo popular frente al partido Fuerza Alternativa Revolucionaria de 
Colombia, es fundamental que puedan ser parte del ejercicio democrático, así como las regiones 
históricamente afectadas por el conflicto, a través del libre ejercicio electoral. 
 
Como tercera recomendación, se identifica la necesidad de implementar políticas de largo plazo de 
desmovilización, desarme, reintegración (DDR) en el ámbito individual, familiar y comunitario, 
modelo actualmente implementado por la Agencia para la Reincorporación y Normalización (ARN), 
ya que el fracaso de este tipo de políticas tiene consecuencias nefastas y es necesario involucrar al 
sector privado por medio de incentivos tributarios para la formación y preparación al mercado laboral 
de los excombatientes. Por su parte, también el rencuentro y reconciliación entre víctimas y 
victimarios requiere de procesos de preparación psicosocial y pedagogía, para evitar el 
desencadenamiento de ciclos de venganza, tal como ocurrió con el asesinato de Samuel David 
Pushaina en el Espacio Territorial de Capacitación y Reincorporación Tierra Grata en el César19 a 
causas de un atentado realizado en contra de sus padres, excombatientes de las FARC-EP. 
 
Como cuarta recomendación, y con el fin de contrarrestar los brotes recientes de violencia, se 
consideran necesarias políticas de desarrollo territorial focalizadas en las regiones dejadas por las 
 
19 El día 15 de abril de 2019, tras un atentando en contra de una pareja de excombatientes de las FARC en la Guajira muere 
su hijo de siete meses Samuel David Pushaina. La pareja de excombatientes habría viajado hasta La Guajira para llegar a 
una ranchería ubicada en la vereda Montelara, al sur occidente de Maicao, para visitar a sus familiares, pero fueron 
sorprendidos la madrugada del domingo por hombres armados que dispararon en varias ocasiones contra la pareja, 
impactando al pequeño, que falleció de manera instantánea. En el siguiente link se encuentra la noticia completa: 
https://www.lafm.com.co/judicial/conmocion-en-la-guajira-por-asesinato-del-bebe-samuel-david-hijo-de-
desmovilizados-de-las. 
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FARC-EP, a través de una intervención institucional articulada de largo plazo con políticas que 
consoliden la presencia institucional y procesos de crecimiento económico en el corto plazo, junto 
con políticas de seguridad, donde las Fuerzas Armadas siga desempeñando un papel importante para 
contener la violencia y contribuir a la vez a procesos de desarrollo vial o de infraestructura (Pizarro, 
2018). 
Esta cuarta recomendación es probablemente las más importante para contrarrestar el accionar de los 
GDO y la victimización de las comunidades, donde las políticas estatales deben reflejar  “un 
compromiso que involucra a toda la sociedad, y en particular a las élites políticas y económicas del 
país” (Pizarro, 2018; p. 458), para promover el desarrollo socioeconómico en el corto, mediano y 
largo plazo. 
  
Por lo cual, se considera necesario que las políticas de desarrollo para la implementación del Acuerdo 
de paz y de las regiones históricamente afectadas por el conflicto cuenten con planes para   
consolidar la presencia institucional, y así garantizar la implementación del acuerdo de paz, en 
particular los programas de sustitución de cultivos ilícitos, reparación a víctimas y protección y 
garantía de derechos a las poblaciones más vulnerables, no solo desde lo militar y policial, sino desde 
intervenciones integrales que incluyan acciones que generen oportunidades para el desarrollo social 
y económico local, particularmente para la población joven. 
 
Por último, se destaca que “todo proceso de pacificación supone el riesgo de transitar de la violencia 
organizada, que es la guerra, a la violencia anárquica, que es la actividad criminal. Es normal que 
esto ocurra temporalmente y en pequeña proporción, lo que no es normal es que ponga en jaque al 
Estado con niveles de violencia superiores o iguales a los de la guerra, como en los casos de 
Guatemala y El Salvador” (Villalobos, 2016; p. 4). En este sentido, las medidas y las decisiones 
políticas que asuma el gobierno colombiano jugarán un papel determinante en darle continuidad o no 
a las condiciones que pueden perpetuar de manera irreversible la violencia en las regiones.  
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